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Un Poco de Historia

Adriano Miguel Tejada*

Profesor de la PUCMM. Destacado estudioso de la historia 
política dominicana.

sentación de sendos proyectos de ley que, san­
cionados por el Congreso Nacional, dieron 
lugar a la promulgación de las leyes 8-92 sobre 
nuevo documento de identificación civil y 
electoral, y la 12-92 que modificó sustancial­
mente la vigente Ley Electoral de la República 
Dominicana.

Estas dos nuevas leyes modificaban el or­
ganigrama de la Junta Central Electoral y am­
pliaban el radio de sus funciones, entre otros 
aspectos importantes. Sin embargo, a pesar de 
su vigencia, el tiempo se iba acercando peli­
grosamente a la fecha fijada para las elecciones 
generales del 16 de mayo de 1994 y los nuevos 
integrantes de la Junta Central Electoral no 
habían sido elegidos por el Senado de la 
República.

En esa virtud, el Centro Universitario de Es­
tudios Políticos y Sociales (CUEPS), de la 
PUCMM contrató al licenciado José del Cas­
tillo y el autor de este trabajo, para que presen­
táramos un informe sobre las alternativas de 
que se disponía para poner en ejecución las 
nuevas leyes y así, tener un documento de tra­
bajo para los nuevos miembros de la JCE cuan­
do fuesen electos.

Se inició el trabajo que culminó con el docu­
mento denominado "Menú de Opciones.." que 
fue entregado a la Junta Central Electoral para 
su consideración.

El documento fue también entregado a los 
partidos políticos reconocidos, de modo que el 
grupo de los partidos mayoritarios que se 
había reunido para lograr la redacción de las 
nuevas leyes, se reunió nuevamente para ana­
lizar el documento y adoptar una de las al­
ternativas propuestas y así, aligerar la bús­
queda de consenso en la JCE.

La alternativa escogida, luego de enrique- 
cedores aportes de los partidos, fue la deno­
minada Opción "B", que consistía en la cele-

Las elecciones de 1990 dejaron como secuela 
un profundo cuestionamiento sobre el sistema 
electoral dominicano. El método de identifi­
cación de los votantes y las limitaciones de las 
leyes que rigen la actividad política en el país, 
entre otras, demostraron su incapacidad para 
garantizar unos comicios libres de cuestiona- 
mientos y de suspicacias por parte de la pobla­
ción en general y de los actores políticos en 
particular.

El proceso de institucionalización que vive 
el país y el auge que fue tomando el movi­
miento que propugnaba por reformas pro­
fundas en el Estado, se constituyeron en ele­
mentos catalizadores para promover la ne­
cesidad de una reforma en el marco normativo 
de la actividad política en la República Do­
minicana.

El prestigio de la Pontificia Universidad 
Católica Madre y Maestra como mediadores 
en distintos conflictos sociales, motivó a los 
principales partidos políticos de la República 
Dominicana a buscar sus buenos oficios para 
reunirse y discutir alternativas de modifica­
ción a las leyes que regulaban la actividad 
electoral en el país.

La Universidad aceptó la mediación y en el 
Recinto Santo Tomás de Aquino de la ciudad 
de Santo Domingo se celebraron varios en­
cuentros en los que se obtuvo el consenso para 
modificar la Ley Electoral, la Ley sobre Regis­
tro Electoral y otras disposiciones de carácter 
normativo electoral.

El resultado de estas discusiones fue la pre-
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Como contribución al estudio de la historia 
electoral del país se presentan en esta Separata 
de la Revista de Ciencias Jurídicas los docu­
mentos relacionados con este proceso que 
arrojan luz sobre el papel que ha jugado la 
Pontificia Univesidad Católica Madre y Maes­
tra en la modernización del sistema electoral 
dominicano.

bración de un operativo nacional de vali­
dación del Registro Electoral con control de 
huellas digitales y cedulación posterior por 
medios electrónicos. Esta alternativa fue tam­
bién adoptada por la Junta Central Electoral 
con ligeras modificaciones.

El trabajo realizado por los técnicos y por la 
Universidad ha sido considerada como "im­
pecable" por reconocidos analistas de la rea­
lidad política del país. Su intención, totalmente 
honoraria, es también reconocida por todos.



MENU DE OPCIONES 
PARA LA RENOVACION DEL REGISTRO ELECTORAL 

Y LA CEDULACION CIUDADANA

Informe preparado por un equipo 
de consultores a solicitud de la Pontificia 

Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM) 
dirigido por José del Castillo y Adriano Miguel Tejada 

Julio de 1992





CONTENIDO

OBJETIVO DE ESTE INFORME

UTILIDAD DE UN MENU DE OPCIONES

JCE: TRES TAREAS FUNDAMENTALES

EL REGISTRO ELECTORAL

EL "SINDROME DEL FRAUDE" EN LAS ELECCIONES DOMINICANAS

LOS PROBLEMAS DEL REGISTRO ELECTORAL

EVOLUCION DEL REGISTRO ELECTORAL

ASPECTOS LEGALES

LA LEY 8-92

LEY 12-82

PREMISAS BASICAS

Criterios de selección

Las consecuencias electorales
La vulnerabilidad del sistema

El "peso muerto" del Registro
Defunciones
Militares y policías
Duplicados y extranjeros
Condenados
Estimación del "peso muerto" 
"Dominicanos ausentes" 

Validez del Registro Electoral

El Proceso de Inscripción
El formulario RE-1
El carnet electoral



ANALISIS DE LAS ALTERNATIVAS

Aspectos comunes

ALTERNATIVA A: PROYECTO DEL CENTRO DE COMPUTOS DE LA JCE

ALTERNATIVA A 1: CENTROS REGIONALES

ALTERNATIVA A 2: CENTROS TECNOLOGICOS

ALTERNATIVA C: NUEVA CEDULA SIN RENOVAR EL REGISTRO ACTUAL

ASPECTOS lOLITICOS

ANEXOS

Ventajas de esta alternativa 
Desventajas de esta alternativa

ALTERNATIVA B: OPERATIVO NACIONAL DE INSCRIPCION CON CENTRO NACIONAL 
DE DIGITACION Y CEDULACION CON FOTOGRAFIA INSTANTANEA

Operativo nacional de inscripción 
Modalidad de funcionamiento 
Ventajas de esta alternativa 
Desventajas de esta alternativa

Organización interna
Modo de operación
Ventajas de esta alternativa
Desventajas de esta alternativa

Ventajas de esta alternativa 
Desventajas de esta alternativa



7

OBJETIVO DE ESTE INFORME

UTILIDAD DE UN MENU DE OPCIONES

JCE: TRES TAREAS FUNDAMENTALES

sociológicas, de factibilidad y de costo, que la 
implementación del operativo nacional re­
ferido conlleva, para cada una de las alter­
nativas contempladas.

El presente Informe -preparado a iniciativa 
de la Pontificia Universidad Católica Madre y 
Maestra- tiene como propósito identificar y 
evaluar en forma preliminar un conjunto de al­
ternativas posibles para la ejecución, por parte 
de la Junta Central Electoral, del mandato de 
la Ley 8-92, orientado a dotar a la ciudadanía 
de una nueva "Cédula de Identidad Personal y 
Electoral", cuya concreción deberá estar fini­
quitada al 16 de enero de 1994, con vistas a su 
utilización en los comicios del 16 de mayo del 
referido año.

La renovación del censo de electores y el 
proceso de carnetización correlativo, constitu­
yen una de las bases fundamentales de la re­
forma electoral recientemente aprobada por 
las cámaras legislativas, a iniciativa del Poder 
Ejecutivo y tras el consenso logrado entre los 
principales partidos políticos del país. Su con­
secución persigue garantizar -tal como ha sido 
reclamado por amplios sectores de la ciu­
dadanía- un proceso electoral libre de las tra­
dicionales suspicacias que han rodeado a los 
comicios dominicanos, a fin de que las elec­
ciones del 16 de mayo de 1994, resulten lo más 
diáfanas, confiables y satisfactorias posible, 
haciendo aceptables sus resultados para la ciu­
dadanía y los partidos y agrupaciones polí­
ticas concurrentes.

En este orden, el presente Informe debe ser 
percibido como un esfuerzo por contribuir con 
la Junta Central Electoral, con los partidos 
políticos, con las instancias esencialmente ins­
trumentales a la ejecución de este proyecto -el 
Poder Ejecutivo y las agencias internacionales 
de cooperación-, y con las propias empresas 
de servicio que podrían concurrir con el su­
ministro de tecnología, equipos e insumos, a 
fin de identificar y evaluar diferentes op­
ciones, que permitan adoptar decisiones debi­
damente fundamentadas.

Para ello, se presenta un menú de opciones 
que tiende a facilitar el proceso de toma de de­
cisiones, a evitarle debates bizantinos al país y 
a ahorrarle tiempo y recursos en la implemen­
tación de la meta que nos concierne.

Por tales motivos, la ejecución exitosa de 
esta meta nacional, requiere de una firme y de­
cidida voluntad de las autoridades de la 
República, del respaldo y la participación po­
sitiva de los partidos políticos, del concurso de 
las entidades cívicas y de los medios de co­
municación, de la cooperación de las agencias 
internacionales interesadas en contribuir con 
el fortalecimiento de nuestras instituciones de­
mocráticas, y de la movilización consciente y 
ordenada de la ciudadanía.

Igualmente supone sopesar detenidamente 
los aspectos técnicos y tecnológicos, de infra­
estructura, administración y logística, de re­
clutamiento, entrenamiento y manejo de per­
sonal, las dimensiones legales, políticas y

La JCE tiene ante sí, de cara a las próximas 
elecciones, tres tareas fundamentales clara­
mente diferenciadas. En primer lugar y de pe­
rentoria asunción, la depuración del actual Re­
gistro Electoral mediante la formación de un 
nuevo padrón electoral y la emisión de un nue­
vo documento único de identificación civil y 
electoral más confiable y seguro, antes del 16 de 
enero de 1994, tal como lo establece la Ley 8-92.

En segundo término, la adopción de deci­
siones relativas a su reorganización interna, 
como consecuencia de las modificaciones que 
en su estructura orgánica incorpora la Ley 
12-92 (creación de los cargos de Director Ge­
neral de Elecciones y de Director Adminis­
trativo) y de las nuevas funciones institu­
cionales derivadas del traspaso efectivo a su 
jurisdicción de la Dirección General de la Cé­
dula de Identidad Personal, de la Dirección 
Central del Registro Civil y de las Oficialías 
del Estado Civil.



8

EL REGISTRO ELECTORAL

El Proceso de Inscripción

El proceso de inscripción en el Registro Elec­
toral ha consistido en la presentación del ciu­
dadano ante la Oficina de inscripción del mu­
nicipio de su lugar de residencia, provisto de

El Registro Eletoral fue creado por la Ley 55 
del 17 de noviembre de 1970, formalizándose 
su apertura el 1ro. de noviembre del 71, me­
diante sucesivas resoluciones de la Junta Cen­
tral Electoral orientadas a realizar la inscrip­
ción de los ciudadanos en forma progresiva en 
los diferentes municipios del país. Por Re­
solución del 4 de septiembre de 1973, la Junta 
Central Electoral declaró "formado" el Registro 
Electoral, con un volumen de inscritos de 
2,006,323 electores.

Aunque el empadronamiento de todos los

En tercer lugar, se halla todo lo relacionado 
con la organización del proceso electoral mis­
mo (sistema de votación con boletas y urnas 
separadas para las candidaturas nacionales, 
provinciales y municipales, diseño de las bo­
letas, fortalecimiento de las Juntas Munici­
pales, formación del personal electoral, regla­
mentación genera] del proceso y organización 
planificada de las votaciones y del cómputo 
electoral, para evitar los traumas asociados 
con la incertidumbre respecto a los resultados 
finales de las votaciones).

Finalmente, debe realizar estas tareas fun­
damentales envolviendo positivamente a los 
partidos políticos y a la población en el éxito 
de las mismas, es decir, traduciendo el po­
tencial de suspicacias que existe en el sistema, 
en un potencial de cooperación que facilite la 
labor del organismo electoral.

En este Informe, nos limitamos a estudiar las 
alternativas con que cuenta la JCE para dotar al 
país de un nuevo carnet de identificación civil y 
electoral. En tal virtud, se analiza la situación 
actual del Registro Electoral, sus posibilidades 
de validación, una selección de diferentes mo­
dalidades operacionales -con sus respectivas 
tecnologías- para lograr el nuevo documento, 
la ponderación del factor tiempo, de los costos 
envueltos y de las implicaciones políticas de 
cada una de Jas opciones que se presentan. Fi­
nalmente, se acompaña cada opción con un 
cronograma de actividades y un estimado de 
costo.

electores del país figuraba en el esquema ori­
ginal de organización electoral, recomendado 
en 1962 por la Misión Técnica de la Organi­
zación de Estados Americanos (OEA) que ase­
soró a la Junta, por razones de tiempo, recur­
sos y condiciones de estabilidad política, dicho 
propósito no se pudo materializar en aquel en­
tonces. De esta forma, las primeras elecciones 
democráticas realizadas tras la muerte de Tru- 
jillo, se llevaron a cabo en diciembre de 1962 
empleándose la cédula de identidad personal 
como medio de validación de la calidad de 
elector del ciudadano. Las siguientes eleccio­
nes generales, celebradas en mayo de 1966, se 
verificaron en el contexto de la peor crisis ins­
titucional que ha afectado al país en los 
últimos 30 años, tras una cruenta guerra civil y 
la subsecuente intervención norteamericana, 
utilizándose nuevamente la cédula de identi­
dad personal.

Tras esas elecciones y dentro del marco de 
la progresiva normalización del país, la Junta 
Central Electoral -a fin de evitar futuros cues- 
tionamientos a los resultados electorales y a su 
propia función- encaminó una serie de accio­
nes destinadas a proveerse del conocimiento 
técnico necesario para la estructuración de un 
sistema de registro electoral.

A tales fines, la JCE procuró la asesoría téc­
nica de expertos, como el entonces Director 
del Registro Electoral de Chile -cuyo modelo 
sirvió de base a la futura legislación domi­
nicana-, y funcionarios de la institución rea­
lizaron visitas de estudio a organismos elec­
torales de diferentes países latinoamericanos, 
cuyo resultado sería la elaboración del pro­
yecto que dio origen a la mencionada Ley 55, 
que creó el Registro Electoral, un empadro­
namiento para fines electorales de todos los 
dominicanos en capacidad de ejercer el dere­
cho al voto.



9

El formulario RE-1

11.

12.
13.
14.
15.

5.
6.
7.
8.
9.

10.

1.
2.

3.
4.

Número de orden de la inscripción.
Número del carnet y de la mesa electo­
ral.
Apellidos y nombres.
Número y serie de la Cédula de Iden­
tificación Personal.
Profesión u oficio.
Fecha y lugar de nacimiento.
Domicilio y residencia.
Sexo.
Estado Civil.
Inscripción anterior, si la hubiera, con 
indicación de la serie, número de ins­
cripción y número del Libro Registro.
Nombres y apellidos del padre y la ma­
dre.
Cancelaciones.
Fecha de inscripción.
Firma del inscrito.
Impresión de las huellas digitales de 
los dos pulgares.

su Cédula de Identificación Personal. Por vir­
tud de resolución 10-79 de la JCE, del 25/9/79, 
se exigió adicionalmente la presentación del 
Acta de Nacimiento, facultad que la Ley otor­
gaba discrecionalmente al Encargado de la ofi­
cina inscriptora, en caso de duda.

Verificada la corrección de la documen­
tación, el Encargado de la oficina inscriptora 
procede a la inscripción de la persona en el Li­
bro Registro (que contiene 400 renglones, uno 
para cada elector), llenándose 15 casillas con 
las siguientes informaciones:

dula de Identificación Personal, si sabe leer y 
escribir, lugar y fecha de nacimiento, nombre 
de los padres y las huellas digitales de ambos 
pulgares. Asimismo, una casilla especial, para 
uso de la oficina inscriptora, recoge el número 
asignado al carnet electoral, y datos referentes 
a la ubicación residencial y al registro del elec­
tor (números correspondientes a: municipio/ 
ciudad o sección/ cuartel o paraje/ sector/ 
oficina inscriptora/ libro de registro/ ren­
glón). Este formulario debe ser firmado por el 
elector, estampadas sus huellas digitales y fir­
mado por el Encargado de la oficina de ins­
cripciones.

El original del formulario RE-1 es remitido a 
la JCE, sometido a revisión por una Unidad de 
Revisión del Registro Electoral, enviado al 
Centro de Cómputos para verificar en el archi­
vo central computarizado si existe una ins­
cripción previa del elector y proceder a darle 
entrada en el mismo. Realizada esta operación, 
el formulario es remitido al Archivo Nacional 
Electoral, dentro de la JCE.

De igual forma, procede a llenar el formu­
lario RE-1 -designado Tarjeta de Inscripción-, 
que contiene una casilla para anotar los datos 
correspondientes al Acta de Nacimiento del 
inscrito, otra sección dedicada a sus datos per­
sonales, tales como apellidos y nombres, pro­
fesión, estado civil, número y serie de la Cé-

E1 formulario utilizado hasta el año 1990, 
incluía una declaración jurada del elector 
de que no estaba anteriormente inscrito o 
afectado por ninguna de las causas de ex­
clusión previstas por la Ley. El nuevo for­
mulario en uso (RE-1) no incluye esta de­
claración y agrega una casilla para la 
fotografía, los datos fisonómicos, las in­
formaciones referentes al lugar de trabajo 
y una casilla reservada para las can­
celaciones y para el número y codificación 
anterior del elector, para el caso de re­
inscripción. La casilla de información para 
uso de la Oficina de Inscripción, incorpora 
el dato de la mesa electoral, que aparecía 
en el formulario anterior en el cuerpo re­
servado a los datos personales.



NUEVO

DATOS DEL ACTA DE NACIMIENTOForra. R_ E. Num. 1

Carnet Electoral Mun.:

Oficial ta:No.
Folio:Acta:

Libro: Ano:

INSCRIPCION
SectorMunicipio Libro Renglón

Carnet anterior
No.

S.

Pulgs.

Tel.:

Cargo:
Teléfono

CAUSA NUMERO RESOLUCION

Firma del Inscrito

Finta Ene. Oficina Inscriplora y Sello

Lugar de Expedición: 
Fecha de Expedición: 

Oi CAJA» O M UineXlA 
n talldcmsxto 
WOUiUCKJAD 
MBaoUMMATVUAL 
MHOSUIDOMDOCANO 
M f almdad OS DATOS

FOTO 
(2x2)

REGISTRO ELECTORAL
TARJETA DE INSCRIPCION

Cuartel 
o Para je

Oficina
No.

Mesa
Número

Reservado para Cancelaciones 
NOTA. En caso de nueva inscripción 

dijese causa, Num. resol y fecha 
en blanco

REPUBUCA DOMINICANA
JUNTA CENTRAL ELECTORAL

Calle:
Paraje:-------

Oficina Inscriptora del Municipio de: 
RESIDENCIA 
Ciudad o 
Sección

C edificación anterior

..... i... i n
Datos Personales:
Apellidos:
Nombres:------------------------------------------
Profesión u Oficio_____________________
Cónyuge:___________________________
Color Piel:Color Pelo:   
Peso:Libras. Tipo de Sangre:  
Lugar de Nacimiento:__________________  
Nombre y Apellidos del Padre___________
Nombre y Apellidos de la Madre:_________
Domicilio y Residencia del Inscrito:
Municipio:Ciudad:
CasaNúm.:-------------Barrio: Sección:  
Referencias del Trabajo:
Donde trabaja?
Dirección: _______

Cédula: 
----------Sexo:
. Estado Civil:

CAUSAS DE CANCELACIONES:
OT W t*i EDAD
MXXA CXLMtN AJ. 
«MUfAXL X. 
lOMXLTTAJt B.X.
11 kcur AX r. A. D. 
UMHJTAXM.D. O.

I 
E*U declaración Ja hago bajo juramento, ante el encargado de la oficina de in*o i^ión. como disponen Jos artículos 20 y 22 de 1* Ley 55

Huellas Digitales
Pulgar Izquierdo /Pulgar Derecho

Color Ojos: Estatura Pies 
Señas Particulares:_________

. Fecha:Sabe Leer: .Sabe Escribir 

r~H



VIEJO

DATOS DEL. ACTA DE NACIMIENTO

MUN.

OFICIALIA
REGISTRO ELECTORAL

FOLIOACTA

TARJETA DE INSCRIPCION AlQOLIBRO

PARA USO DE LA OFICINA INSCRIPTORA
REGISTRO

Municipio LibroCARNET ELECTORAL Sector Reaclbo

8 t 1 16 18 20 2311

 Mesa oficio.

Ciudad
.Casa Núm.,

Barrio 
Sección 

FecKa 

Sabe Escribir? Sabe Leer?.

Lugar 

Fecha.

FIRMA DEL DECLARANTE

Nombre y Apellidos del Padre
Nombre y Apellidos de la Madre 

Domicilio y Residencia:
Municipio

Calle

Paraje
Lugar de Nacimiento 

 
RESPUESTA

Estas declaraciones las hago BAJO JURAMENTO, ante el Encargado de la 
Oficina de Inscripciones, que CERTIFICA.

firma del encargado de LA oficina de 
INSCRIPCIONES Y SELLO

•9

Oficina 
No.

•o

i?
%

t

«CPUaLICA ObUlAllcrtNA
JUNTA CENTRAL ELECTORAL

Ciudad o 
Sección

RESIDENCIA
Cuartel o

75
Estado Civil  

84
Sexo__

85

ORIGINAL Par* la Oficina Central
DUPLICADO Para «I archrwo de la Oficina Inicnptor*

Apellidos
26

_ Serie  
82 

Profesión u

Nombre
52

Cédula Núm.

DECLARACION JURADA 
(Arts. 20 y 22 de la Ley 55)

a) Está usted inscrito en el Registro Electoral?---------------------------—----
b) Pertenece usted a lis Fuerzas Armadas o a la Policía Nacional?---------
c) Está usted condenado irrevocablemente a pena criminal?-----------------
d) Está usted bajo interdicción judicial legalmente pronunciada?-----------
e) Desempeña usted en el territorio dominicano función o empleo de un

gobierno extranjero sin previa autorización del Poder Ejecutivo?-------
f) Es exacta la residencia habitual que usted declara?-------------------------
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El carnet electoral

W]

11]

8]
9]

1]
2]
3]
4]
5]
6]
7]

el nombre completo del elector.
su número de inscripción.
el municipio.
Ja ciudad o sección.
el barrio o paraje.
la fecha de inscripción.
el número y la serie de la Cédula de 
Identificación Personal.
la firma del inscrito.
la firma del Encargado de la Oficina 
Inserí ptora.
las huellas digitales de ambos pul­
gares.
el número del carnet.

el partido principal de oposición ha obtenido 
el triunfo electoral, habiendo sucedido otro 
tanto con el partido oficial.

El "Síndrome del Fraude" 
en las Elecciones Dominicanas

Una de las constantes del proceso electoral 
dominicano ha sido la frecuente alegación de 
la comisión de fraudes o la presunción de su 
preparación. Desde 1962 hasta nuestros días, 
los protagonistas principales de estas contien­
das cívicas, han denunciado la existencia de 
planes encaminados a viciar el proceso, ya me­
diante la suplantación de urnas, alteración de 
las actas, manipulación del cómputo, ora me­
diante la coacción al ciudadano, la compra del 
voto o la doble votación. Más recientemente 
-con la introducción de la computadora en la 
elaboración de las listas de electores por mesa, 
se ha acuñado el concepto de "dislocación de 
los listados", o "fraude electrónico”.

Las primeras elecciones libres celebradas en 
el país luego del ajusticiamiento del dictador 
Rafael Leónidas Trujillo, tuvieron lugar el 20 
de diciembre de 1962. En esos comicios, los 
ciudadanos ejercieron su derecho al voto pro­
vistos de la Cédula de Identificación Personal, 
como documento de identificación electoral.

Esas elecciones, reputadas libres y honestas 
por todos los observadores, fueron ganadas 
ampliamente por el Partido Revolucionario 
Dominicano, que postuló al profesor Juan 
Bosch como su candidato presidencial. A pe­
sar de la amplitud del margen del partido ven­
cedor, que casi duplicó a su más cercano con­
tendor, las elecciones fueron impugnadas en 
diversas provincias por los partidos perde­
dores, particularmente por la Unión Cívica 
Nacional, que obtuvo el segundo lugar en las 
votaciones.

Formalizada la inscripción, la oficina corres­
pondiente expedía el Certificado de Inscrip­
ción Electoral utilizado por el elector para su 
identificación el día de las elecciones. Este do­
cumento, (conocido como "carnet electoral" o 
"registro"), consiste en una tarjeta de papel, 
laminada en plástico, que contiene los siguien­
tes datos:

Posteriormente, se adhirió, en el reverso 
del carnet, una etiqueta conteniendo el nú­
mero y ubicación de la mesa electoral corres­
pondiente al elector, a fin de orientarlo para 
fines de votación.

Con este documento de identificación elec­
toral, reforzado con la presentación de la Cé­
dula de Identidad Personal, el país ha rea­
lizado 5 elecciones generales: 1974, 1978, 
1982, 1986 y 1990. De estas elecciones, cuatro 
pueden ser calificadas como multipartidistas 
y competitivas, habiendo sido ganadas, dos 
de ellas, por el Partido Reformista Social 
Cristiano e igual número por el Partido Re­
volucionario Dominicano. En dos ocasiones,
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En 1966, el Partido Reformista ganó las elec­
ciones llevando como candidato al doctor Joa­
quín Balaguer, gracias a la combinación de un 
conjunto de factores favorables que no es el ca­
so analizar. La diferencia sobre su más cercano 
contendor, el Partido Revolucionario Domini­
cano que postuló al profesor Juan Bosch, fue 
de 265 mil votos, o sea, de un 20%, obteniendo 
el 56% del total. Sin embargo, ese triunfo fue 
recibido por los perdedores como derivado de 
un gran fraude.

A partir de esos comicios, el PRD entraría en 
una etapa de alejamiento del escenario electo­
ral dominicano, asumiendo la premisa de la 
inexistencia de condiciones adecuadas para la 
realización de elecciones libres, actitud que 
sólo variaría en el 78, tras la asimilación de 
una serie de experiencias, incluida la división 
que llevó, en 1973, a la fundación del PLD y el 
intento fallido del Acuerdo de Santiago, en 
1974.

En 1970, las elecciones se realizaron dentro 
de un ambiente cargado de tensiones políticas, 
que amenazaron la propia continuidad del 
orden institucional. El temor, de las fuerzas 
opositoras, de que el presidente Balaguer em­
plearía los recursos del Estado para imponer 
su reelección, provocó una coalición circuns­
tancial destinada a exigir un conjunto de ga­
rantías, que incluían su alejamiento del poder 
por el resto del mandato, el traspaso de la Di­
rección de la Cédula y de la Radio Televisión 
Dominicana a la Junta Central Electoral, así 
como la prescindencia partidista de los mili­
tares.

Sería para las elecciones de 1974 cuando se 
utilizaría por primera vez el nuevo documento 
de identificación electoral. Empero, las ten­
siones políticas -que alcanzaron niveles supe­
riores a raíz de las significativas movilizacio­
nes realizadas por la coalición denominada

"Acuerdo de Santiago", lidereada por el PRD, 
con la presencia del PQD, el PRSC, UCN y el 
Movimiento Popular Dominicano, y de la par­
ticipación de elementos militares como fac­
tores beligerantes a favor de la candidatura 
oficial- dieron como resultado la realización 
de unas elecciones casi unipartidistas, con un 
índice conjunto de abstención y de votos nulos 
del orden del 60%.

En el 1978, el Partido Revolucionario Do­
minicano ganó las elecciones con la candi­
datura de don Antonio Guzmán Fernández. A 
pesar de que los cómputos fueron interrum­
pidos por efectivos militares, el balance a fa­
vor del PRD fue de 146 mil votos, obteniendo 
un 52% de los sufragios, frente a un 42% del 
Partido Reformista.

Pese a esta diferencia, el principal partido 
perdedor, dio inicio a un proceso de impug­
naciones de los resultados, bajo el alegato de 
"trastrueque electrónico" de las listas de elec­
tores, -incluyendo la recusación de los miem­
bros titulares de la Junta Central Electoral-, 
que culminó en el denominado "fallo histó­
rico", mediante el cual se le otorgó el triunfo al 
Partido Reformista en cuatro provincias gana­
das por el PRD por escaso margen (El Seybo, 
La Altagracia, María Trinidad Sánchez y Ba- 
horuco), garantizándole así la mayoría en el 
Senado.

En 1982, pese a que las encuestas revelaron 
desde muy temprano una amplia ventaja del 
doctor Salvador Jorge Blanco, de que la com­
posición de la Junta Central Electoral respon­
día a un Senado con mayoría del partido Re­
formista y de que ese candidato no gozaba de 
la simpatía oficial, los resultados arrojados por 
las urnas fueron impugnados por el Partido 
Reformista, no obstante una diferencia de 132 
mil votos a favor del candidato del PRD. Adi­
cionalmente, el Partido Reformista publicó la
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Desde sus inicios, el Registro Electoral ha 
sido presa de todo tipo de cuestionamientos.

LOS PROBLEMAS
DEL REGISTRO ELECTORAL

De alguna manera, un conjunto muy diverso 
de deficiencias de nuestras instituciones y de 
nuestras prácticas políticas han sido adjudica­
das al Registro Electoral.

La lista de los agravios acumulados por el 
Registro es casi interminable. Desde la alega­
ción de la emisión de actas de nacimiento y cé­
dulas falsas con la finalidad de obtener el do­
cumento electoral, pasando por denuncias de 
falsificación del mismo y de sustracción de 
carnets en blanco y de libros de inscripción, y 
de su expedición a nacionales haitianos.

Igualmente, se ha conjeturado que el Regis­
tro Electoral se hallaría "inflado" por la pre­
sencia en sus libros de una alta proporción de 
inscripciones irregulares y por la falta de de­
puración de sus listas -mediante el expediente 
de las cancelaciones- de personas fallecidas, 
ingresadas a las instituciones castrenses y poli­
ciales, entre otras. La fuerte corriente de emi­
gración de dominicanos hacia los Estados Uni­
dos, Puerto Rico y Venezuela -y más reciente­
mente hacia Europa- durante las últimas dos 
décadas, ha representado un componente adi­
cional de "peso muerto" que gravita sobre el 
Registro. Piénsese que un estimado de 800 mil 
a 1 millón de dominicanos estaría residiendo 
de manera permanente en el exterior, de los 
cuales una parte estaría dotada del documento 
electoral.

Asimismo, se han generado querellas sobre 
prórrogas a la fecha de cierre temporal del 
Registro Electoral (el 30 de enero del año elec­
toral), tal como lo manda la ley, y en torno a la 
tardanza en el suministro a los partidos polí­
ticos de las listas de electores inscritos, por 
parte de la JCE.

Funcionarios y técnicos de la Junta Cen­
tral Electoral se han unido en sus críticas a di­
rigentes y analistas políticos, para generar un 
haz de suspicacias sobre la calidad y con-

obra Comicios Dominicanos de 1982: Irregu­
laridades de un Proceso Electoral, subtitulado 
Libro Blanco.

En 1986, el candidato del partido en el po­
der perdió las elecciones por un estrecho mar­
gen de votos frente al candidato del principal 
partido de oposición, el Reformista Social Cris­
tiano. Sin embargo, el partido oficial (PRD), 
alegó la comisión de fraude como factor deci­
sivo del resultado. En 1990, el margen de dife­
rencia entre las dos principales candidaturas 
fue aún más estrecho (1.24%), motivando ale­
gatos de manipulación en el Centro de Cóm­
putos de la JCE en desfavor del Partido de la 
Liberación Dominicana, principal fuerza opo­
sitora.

En la vida interna de los partidos domi­
nicanos, el síndrome del fraude también ha te­
nido sus manifestaciones, verificándose en el 
empleo de Ja violencia en procesos convencio­
nales, en reiteradas acusaciones de comisión 
de alteración y manipulación de documentos y 
resultados, limitando de este modo el ejercicio 
de la democracia interna y contribuyendo a 
generar en la ciudadanía, la percepción de que 
el fraude electoral es un componente de la cul­
tura política nacional.

Las referencias anteriores vienen a ilustrar 
lo que ha sido un patrón de comportamiento 
de Jos principales actores del proceso político, 
particularmente del liderato, al parecer con­
vencido de que la admisión franca y formal de 
una derrota, puede mellar las amarras que 
atan a sus seguidores y disipar así las bases 
del liderazgo carismático.
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Las consecuencias electorales

Vulnerabilidad del sistema

fiabilidad del Registro Electoral. Mientras un 
presidente de la JCE declaró -en pleno ejer­
cicio de sus funciones- que un 50% del RE 
estaría viciado, un antiguo funcionario de la 
institución afirma que "existen más de dos mi­
llones de inscripciones sin el aval de las actas 
de nacimiento de los inscritos".

Para las elecciones de 1986 -para sólo referir 
algunos ejemplos recientes-, el Partido Refor­
mista mantuvo una constante campaña de pre­
sión en torno a la confiabilidad del Registro 
Electoral, llegando a solicitar, dos semanas an­
tes de las elecciones, la anulación de 150 mil 
actas de inscripciones, indicando que de no ac- 
cederse a su petición, "el proceso electoral (se­
ría) ilegítimo, sucio, fraudulento". A su vez, el 
candidato del PRD, licenciado Jacobo Majluta, 
dirigió sus críticas contra el director del Cen­
tro de Cómputos de la JCE, solicitando su re­
moción.

El desenlace de estos presagios condujo a 
que las elecciones fueran prácticamente salva­
das, gracias a la oportuna intervención de la 
Comisión de Asesores Electorales -designada 
mediante decreto del Poder Ejecutivo a instan­
cias del principal candidato opositor-, ante la 
abrupta interrupción de los cómputos, la re­
cusación e inhabilitación de los miembros ti­
tulares de la JCE -incoada por el PRD bajo los 
alegatos de "parcializarse a favor del PRSC" y 
de "manipular las informaciones que llegaban 
a través del sistema telefax"- y la incertidum­
bre en que quedó sumido el proceso.

En 1990 se repitió la historia de 1986. El 
principal partido de oposición, el PLD, de­
nunció a una semana de las elecciones ante la 
JCE que el partido oficial estaría fraguando un 
"fraude colosal", mediante la entrega de car­

nets falsificados del RE a sus activistas y sim­
patizantes, proponiéndose, además, "utilizar 
los documentos de votación de personas falle­
cidas o que han ingresado a las Fuerzas Ar­
madas o a la Policía Nacional o que han viaja­
do al exterior", para la consumación del ale­
gado fraude.

Tras conocerse los resultados preliminares 
que otorgaban una estrecha ventaja al presi­
dente Balaguer sobre el profesor Juan Bosch, 
candidato del Partido de la Liberación Domi­
nicana, esta organización reclamó un recuento 
de los votos bajo el alegato de la comisión de 
irregularidades en el cómputo manual en cier­
tas mesas del Distrito Nacional y de manipu­
lación en el cómputo electrónico verificado en 
la JCE. La consecuencia sería una campaña 
que cuestionaba la legitimidad del resultado 
de las elecciones y, en consecuencia, de la au­
toridad del gobierno surgido de esos comicios, 
afectando, por extensión, al propio sistema 
electoral.

Muchas de las alegaciones de fraude electo­
ral se refieren a la precariedad del documento 
de identificación electoral, a su falta de con­
troles para impedir el fraude y a la supuesta 
connivencia de funcionarios de las oficialías 
del Estado Civil, de la Dirección General de la 
Cédula de Identificación Personal, y de la pro­
pia JCE, para facilitar que una persona pueda 
obtener más de un carnet electoral y, por tan­
to, votar más de una vez en los comicios.

Existe una arraigada mitología de que esto 
es posible, de que un alto número de personas 
puede ejercer el voto en más de una ocasión, 
aunque, a decir verdad, se han aportado muy 
pocas pruebas sobre la veracidad de las de­
nuncias.
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El "peso muerto" del Registro

Una de las críticas más frecuentes que se le 
formula al Registro consiste en el "peso muer­
to” que contiene, debido a que por deficiencias 
en el funcionamiento de nuestro sistema de es-

lativa y fueron promulgados y publicados por 
el Poder Ejecutivo bajo los números 8-92 y 
12-92, respectivamente.

EVOLUCION
DEL REGISTRO ELECTORAL

Como la Cédula de Identificación Personal 
se obtiene con la presentación del acta de naci­
miento, y el Registro Electoral con la presen­
tación de la Cédula -y posteriormente con ésta 
y el acta de nacimiento-, el carnet electoral es 
el resultado de una cadena de documentos 
que tiene su punto de partida en el acta de 
nacimiento. En cierto modo, el Registro repre­
senta el punto final de esta cadena.

Asimismo, como la Cédula y las actas del 
Estado Civil son expedidas por organismos 
que no estaban bajo el control de la JCE, se ge­
neraron suspicacias de fraude ante la posibi­
lidad real de la expedición de documentos fal­
sos a personas que, prevalidas de los mismos, 
podían adquirir un Registro Electoral para vo­
tar más de una vez en las elecciones o para ha­
cerlo sin tener derecho a ello.

A medida que nuestras elecciones se han es­
tado decidiendo por márgenes cada vez más 
estrechos, los reclamos porque estas oficinas 
pasaran bajo el control de la JCE se hicieron 
más constantes. A raíz de las elecciones gene­
rales de 1990 y del cuestionamiento de sus re­
sultados por parte de importantes sectores 
políticos, se creó un ambiente favorable para 
tomar las decisiones legales necesarias para 
mejorar el sistema electoral en su conjunto.

Fruto de ese estado de opinión, las prin­
cipales fuerzas políticas del país, bajo el ar­
bitraje de la Iglesia, pactaron dos proyectos de 
ley. Uno destinado a traspasar la Dirección 
General de la Cédula de Identidad Personal y 
las Oficialías del Estado Civil bajo control de 
la Junta Central Electoral y que además, es­
tablece la refundición de los antiguos docu­
mentos de identificación en uno solo, deno­
minado Cédula de Identificación Personal y 
Electoral. Y el otro dedicado a modificar im­
portantes aspectos de la Ley Electoral vigente. 
Ambos proyectos obtuvieron sanción legis-

En términos estadísticos, el Registro Electo­
ral, cuando fue declarado "formado" por re­
solución de la JCE, contaba con 2,006,323 elec­
tores inscritos. Esta fue la población hábil, 
para ejercer el derecho al voto, en las elec­
ciones de 1974. Entre estas elecciones y las del 
1986, el Registro creció a un ritmo promedio 
de un 15% cuatrienal, o sea, unos 344 mil cada 
cuatro años, expresándose en forma escalona­
da. Sin embargo, entre 1986 y 1990 su tasa de 
crecimiento descendió a 7.7% -unos 236 mil 
nuevos inscritos- por debajo de los niveles es­
perados, explicable por el desinterés de seg­
mentos de nuevos electores en el proceso elec­
toral y por un factor de erosión provocado por 
la emigración masiva de dominicanos hacia el 
exterior, dentro de los cuales figura de manera 
preeminente la población joven. Los datos so­
bre el crecimiento del Registro aparecen en la 
página siguiente.

En la actualidad (al 1ro. de mayo de 1992), 
de acuerdo a los datos oficiales de la Junta 
Central Electoral, existen 3,261,084 inscritos, 
siendo 1,688,052 hombres (51.7%) y 1,573,032 
mujeres (48.3%). El 50.34% reside en áreas ur­
banas, mientras el 49.65% se halla radicado en 
las zonas rurales.
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Defunciones

Una Misión Técnica del Tribunal Superior

Registro Electoral 1974-1992 (Io mayo)
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tadísticas vitales una proporción significativa 
de defunciones no son registradas y re­
portadas, o en su levantamiento no se in­
cluyen datos relevantes para la exclusión del 
ciudadano del padrón electoral, como lo es el 
número de la cédula o del Registro Electoral.

te-
■ i. í® ....

de Elecciones y de la Dirección del Registro 
Civil de Costa Rica, que visitó el país en 
1987 para evaluar el sistema de Registro Ci­
vil, Cédula de Identidad y Registro Electoral, 
estimó el subregistro general de defunciones 
entre un 40 y un 50%. En adición, ponderó 
en un 50%, la omisión del número de la cé­
dula, para aquellos decesos que se inscriben 
en los libros de defunciones del Registro 
Civil.
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Incremento Registro Electoral 1974-1992 (1 mayo)
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Duplicados y extranjeros

Militares y policías

Condenados
Otra de las fallas reputadas al Registro 

Electoral consiste en la presunción de que 
militares y policías en servicio han estado 
figurando en sus libros. Este fenómeno ha 
sido sobredimensionado por lo apretado de 
los resultados comiciales de los últimos tiem­
pos y por la evidente dejadez de las diferen­

tes administraciones gubernamentales, hasta 
1986, en suministrar las listas y los carnets a 
la JCE.

De acuerdo a los datos suministrados por la 
JCE, en toda la historia del Registro Electoral 
se han eliminado del mismo un total de 
199,367 electores, de los cuales 20,505 corres­
pondían a militares y policías, sacados de las 
listas a partir de 1986. O sea, que durante un 
período de 14 años (1972-1986), un número 
apreciable de dominicanos en edad de votar, 
pero inhabilitados por formar parte de las 
Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, pu­
dieron seguir formando parte del Registro 
Electoral, con la posibilidad de ejercer el dere­
cho al sufragio en las elecciones.

Es igualmente extraño que en un período 
que cubre 5 elecciones nacionales con el Regis­
tro Electoral (1974-1990), sólo sea en este 
último año en que se cancela del RE el primer 
caso en razón de duplicidad de carnet y que 
posteriormente, en 1991 y 1992 se han can­
celado 58 casos más por la mencionada causa. 
A pesar de que el historial de prensa del Re­
gistro Electoral contiene un voluminoso legajo 
dedicado a alegaciones de inscripciones frau­
dulentas de nacionales haitianos, solamente se 
han cancelado 3 registros en toda la historia 
del documento electoral por causa de extranje­
ría. Finalmente, sólo 13 casos han sido can­
celados por falsedad en los datos.

Durante los 20 años de operación efectiva 
del Registro Electoral, se han producido 
118,787 cancelaciones de inscripción por ra­
zones de fallecimiento, o sea, un promedio 
anual de 5,939 electores. O aún más elocuen­
te: un 3.64% del actual padrón electoral. O 
sea si prefiere: a una tasa promedio anual 
de 0.18%.

Una estimación realizada por el Centro 
Latinoamericano de demografía (CELADE) 
de las defunciones ocurridas en el país entre 
1975 y 1992, ubican en 682 mil las corres­
pondientes a personas ubicadas en edades 
de 18 años y más. Si asumiéramos que un 
75% de estos fallecidos poseían registro elec­
toral, deducidos los 118 mil fallecidos cance­
lados del RE, quedarían unos 464 mil casos 
pendientes de depuración. Si la base de la 
estimación fuera un 60%, los pendientes de 
cancelación por esta causa serían unos 347 
mil. Si tomáramos la tasa más baja posible, 
asumiendo que sólo la mitad (50%) de los 
adultos fallecidos en este período se hallaba 
inscrita en el RE, tendríamos un volumen 
pendiente de 270 mil electores cuyos regis­
tros quedarían por cancelar.

A la luz de este análisis, la afirmación del 
Director del Centro de Cómputos de que 
sólo restarían unos 60 mil fallecidos por des­
cargar del RE luce exageradamente conser­
vadora.

Como dato importante, nadie ha visto can­
celado su carnet electoral por condenación a 
pena criminal cuando las autoridades judicia­
les tienen la obligación legal de notificar a la
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Validez del Registro Electoral

Estimación del "peso muerto'

"Dominicanos ausentes "

Una estimación conservadora del "peso 
muerto" mínimo del actual Registro, lo coloca 
entre un 10 y un 15% del mismo, contando los 
difuntos no declarados o imposibles de de­
tectar por errores y omisiones, militares y poli­
cías no excluidos, población penitenciaria, etc. 
Como se puede apreciar, en elecciones de­
cididas por el 1% y el 2% de los sufragios, es­
tos datos son lo suficientemente elocuentes 
como para justificar los pedimentos a favor de 
un Registro Electoral más confiable.

de unos 4G mil dominicanos en ese país. A esto 
habría que agregar el subregistro que tradi­
cionalmente acompaña al empadronamiento 
de extranjeros con un elevado componente de 
población ilegal y ir más reciente corriente 
migratoria hacia Europa integrada fundamen­
talmente por mujeres.

Otra parte del Registro, la correspondiente a 
los "dominicanos ausentes", que legalmente 
están provistos del documento electoral pero 
que por razones de residencia en el exterior 
sólo pueden ejercer ocasionalmente el derecho 
al voto, se descargará mediante un proceso de 
reinscripción masiva como el que la nueva Ley 
8-92 manda.

En ese sentido, el censo de población de los 
Estados Unidos de 1990, acaba de revelar la 
existencia de 518 mil dominicanos en territorio 
continental, sin contar los más de 100 mil resi­
dentes en Puerto Rico. El censo de extranjería 
de Venezuela de este año arrojó la presencia

Dirección General del Registro Electoral los ca­
sos de los condenados a penas aflictivas e in­
famantes para ser suspendidos del Registro 
hasta que se produzca su rehabilitación. Ac­
tualmente, en las cárceles dominicanas, existen 
unos 10 mil presos entre condenados y pre­
ventivos, por lo que existe una población apre­
ciable que debería estar fuera del Registro por 
razones judiciales y que no ha sido dada de 
baja.

No hay dudas de que el Registro tiene fa­
llas, pero en sentido general refleja correcta­
mente los datos de un alto porcentaje de la 
población electoral del país. El Registro Elec­
toral es el único padrón que ha sido so­
metido desde sus inicios a procesos de de­
puración, de supervisión -debido a su carác­
ter sensitivo para fines políticos-, de debate 
público y, lo más importante, el único cuyo 
archivo ha sido plenamente computarizado. 
La Cédula Personal de Identidad, el otro 
padrón de ciudadanos, ha calecido hasta la 
fecha de las ventajas relativas del Registro.

La experiencia de los autores de este tra­
bajo y la de especialistas consultados con ex­
periencia de trabajo en la JCE, permite afir­
mar que entre un 60% y un 75% del actual 
RE es válido y validable. Sin embargo, el 
margen de error que contiene puede ser lo 
suficientemente alto como para motivar la 
aprensión de los partidos y permitir su cues- 
tionamiento como mecanismo capaz de ga­
rantizar la pureza de una elección de re­
sultados apretados. Es en este contexto que 
ha surgido la necesidad de dotar a la ciu 
dadanía de un instrumento de identificación 
electoral nuevo, confiable, rodeado de los 
elementos de segundad que se pueden ob­
tener dentro del tiempo disponible y de las 
capacidades económicas y tecnológicas ac­
tuales del país.
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ASPECTOS LEGALES

LA LEY 8-92

A los fines de este estudio, nos concentra­
remos en las recientes disposiciones de las 
leyes 8-92 y 12-92, que crean las obligaciones 
más nuevas y urgentes a cargo de la JCE.

Las fuentes legislativas actuales del orde­
namiento electoral dominicano son:

En su artículo primero, la ley 8-92 ordena el 
traspaso de la Dirección General de la Cédula 
de Identidad Personal y las oficinas y agencias 
expedidoras de cédulas, la Oficina Central del 
Estado Civil y las Oficialías del Estado Civil, a 
la Junta Centra] Electoral, y ordena que los 
empleados de estas dependencias serán de­
signados por la JCE.

Este es un aspecto muy importante, porque

a) La Constitución Política de la República, 
particularmente su título X, artículos del 
88 al 92, inclusive;

b) La Ley Electoral No. 5884, de 1962, y sus 
modificaciones, particularmente las intro­
ducidas recientemente por la Ley 12-92;

c) La Ley 55 de 1970, sobre Registro Electo-. 
ral y sus modificaciones, especialmente, 
las aportadas por la Ley 8-92, que crea un 
nuevo documento de identificación civil 
y electoral y encarga de su expedición a 
la Junta Central Electoral;

d) Las Resoluciones de la Junta Central Elec­
toral;

e) La jurisprudencia electoral, y
f) Leyes diversas que se relacionan con la 

materia electoral (División Territorial, Ac­
tos del Estado Civil, regulación de mani­
festaciones públicas, etc.).

desde hace algún tiempo, la Dirección General 
del Estado Civil y las Oficialías estaban bajo 
control legal de la JCE, pero el nombramiento 
de sus funcionarios y empleados dependía del 
Poder Ejecutivo. Esta circunstancia se con­
virtió en motivo de reclamaciones por parte de 
los partidos políticos, en vista de la influencia 
que podía ejercer el Presidente de la Repú­
blica sobre este personal y, por medio de ellos, 
sobre la documentación electoral.

Por otra parte, en su artículo 4, la ley ordena 
la refundición de los actuales carnets de Cé­
dula de Identidad Personal y de Inscripción 
Electoral o Registro Electoral en un solo docu­
mento, que se denominará Cédula de Iden­
tidad y Electoral, "para cumplir con los pro­
pósitos de identificación y de empadrona­
miento electoral requeridos por las leyes 
números 6125, de fecha 7 de diciembre de 1962 
(sobre Cédula de Identidad Personal), y 55, de 
fecha 17 de noviembre de 1970, (sobre Registro 
Electoral) y sus modificaciones".

El artículo 5 de la mencionada Ley 8-92 otor­
ga un plazo "que concluirá el 16 de enero de 
1994 para que todos los dominicanos mayores 
de edad, o que vayan a cumplir dieciocho años 
de edad el 16 de mayo de 1994 o antes, se pro­
vean de un nuevo carnet de cédula de iden­
tidad y electoral".

La ley establece además que el documento 
tendrá una vigencia de seis años a partir de la 
fecha de su expedición, "renovable por igual 
término cuantas veces lo solicite su portador", 
y que será de expedición y renovación gra­
tuita, incluyendo la fotografía, así como tam­
bién lo serán las renovaciones por deterioro o 
pérdida, o por modificaciones en los datos 
generales del elector.

Se prevé en la Ley que los menores de die­
ciséis años, los miembros activos de las Fuer­
zas Armadas y la Policía Nacional, los con-
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LEY 12-92

sonas que no hayan obtenido su nueva cédula 
no podrán realizar los actos habituales de la 
vida civil, y la ley confirma disposiciones ante­
riores que obligan a los funcionarios públicos 
y privados a exigir la presentación de la nue­
va cédula para cualquier actuación civil u ofi­
cial de los ciudadanos, bajo amenaza de san­
ciones penales y pecuniarias.

denados a pena crimina], los interdictos ju­
diciales y los que hayan admitido en territorio 
dominicano función o empleo de un gobierno 
extranjero sin previa autorización del Poder 
Ejecutivo, serán provistos de la cédula de 
identidad y electoral "con un código, formato 
y color distinto a los expedidos a los ciu­
dadanos que sufragan, en los cuales se con­
signará, con caracteres relevantes, la leyenda 
NO VOTA”, documento que será sustituido 
cuando cesen los motivos que dieron lugar a la 
expedición del documento así marcado.

El artículo 7 de la ley prevé que para la ob­
tención de la cédula se requiere la com­
parecencia personal del ciudadano, y que na­
die podrá tener más de una inscripción vigen­
te. En este caso, el violador es pasible de penas 
de prisión y multa.

En una disposición muy sensata, la Ley 8-92, 
deja a la reglamentación de la Junta Central 
Electoral, la determinación de los documentos 
necesarios para la inscripción, la forma de la 
solicitud, el tamaño de la foto, los datos a con­
signarse en el carnet, su formato y cuales­
quiera otros detalles que estime convenientes", 
pero siempre en consonancia con lo dispuesto 
sobre el particular por las leyes números 6125 
y 55 ya mencionadas.

Finalmente, la Ley ordena que a los demás 
documentos destinados a identificar y/o re­
gistrar a personas mayores de edad, expedidos 
por oficinas públicas, tales como pasaportes, 
licencias para conducir vehículos de motor, 
para portar armas de fuego, registro de con­
tribuyentes, afiliación al Seguro Social, etc., se 
les otorgará el mismo número de la Cédula de 
Identidad y Electoral correspondiente a la per­
sona de que se trate. Los menores de edad 
serán provistos de un número provisional has­
ta que cese su estado.

A partir del 16 de enero de 1994, las per-

Esta Ley modifica sustancialmente la Ley 
Electoral número 5884, de 1962, fortaleciendo 
institucionalmente a la Junta Central Electoral, 
dando más transparencia a las actuaciones de 
los partidos políticos y ampliando su demo­
cracia interna, mejorando algunos procedi­
mientos electorales y aumentando las penas 
previstas en la ley para los delitos de carácter 
electoral.

A los fines de este estudio interesa hacer no­
tar que la Ley 12-92 amplía la capacidad re- 
glamenaria de la JCE, autoriza a la Junta a to­
mar disposiciones que eviten el denominado 
"factor arrastre" de las candidaturas nacionales 
sobre las provinciales y municipales y, par­
ticularmente, limita el presupuesto operativo 
de la JCE a un 1.5 por dentó de la Ley de Gas­
tos Públicos de la Nación, aunque dispone que 
el Director de la Oficina Nacional de Presu­
puesto deberá entregar a la JCE, previo 
trámite, "con prioridad a cualquier otra obliga­
ción presupuestaria del Estado", las partidas 
mensuales consignadas en el Presupuesto.

Por otra parte, la Ley establece un plazo no 
mayor de tres días para que las Juntas Mu­
nicipales terminen el cómputo definitivo de 
las elecciones, a menos que surjan causas de 
fuerza mayor, y una limitación a las im­
pugnaciones de las elecdones por parte de los 
partidos políticos, si la misma no ha tenido
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PREMISAS BASICAS

Todo ello, dentro de las disposiciones le­
gales correspondienes, incluyendo la celebra­
ción de los concursos y licitaciones públicos 
que sean necesarios.

pedición de la nueva cédula, incluyendo 
la validación de los datos de los electores, 
dentro de un plazo que vence el 16 de 
enero de 1994;

d) Designar a los nuevos funcionarios de las 
dependencias que han pasado bajo su 
control y a los creados por la Ley 12-92;

e) Organizar las elecciones generales del 16 
de mayo de 1994;

0 Crear un sistema de procesamiento de 
datos que permita computar los resul­
tados finales de las elecciones en el plazo 
de tres días que establece la Ley.

El cotejo de la documentación existente re­
ferente a la puesta en ejecución de la Ley 8-92, 
consistente hasta ahora en el "Proyecto de Iden­
tificación Unica de República Dominicana", 
elaborado por el Encargado del Centro de 
Cómputos de la JCE, Ing. Antonio Camilo, las 
evaluaciones recogidas en el proceso de con­
sulta con expertos en asuntos electorales, en in­
formática, en comunicaciones, en seguridad de 
documentos, en demografía, en organización 
de operativos masivos (censos, campañas sani­
tarias, carnetización), en estudios de factibili­
dad y análisis de costos, junto al análisis de una 
amplia documentación que incluye dossier de 
prensa, leyes, reglamentos, procedimientos, for­
mularios e informes técnicos, nos ha permitido 
establecer un conjunto de premisas básicas co­
munes, que deben figurar en cualesquiera de las 
alternativas u opciones a contemplar.

La primera premisa básica es que el país re­

lugar en la mesa electoral correspondiente. En 
caso de que no haya ocurrido así, "la Junta 
Municipal Electoral o la Junta Electoral del 
Distrito Nacional se limitará en esos casos a to­
mar nota de la impugnación y a levantar... un 
acta de inadmisión, que no será objeto de 
ningún recurso".

Estas referencias legales sirven de marco a 
los alcances de este estudio. En tal virtud, el 
mismo se concentra en ofrecer un menú de op­
ciones para cumplir con el voto de la Ley 8-92 
de dotar a la República de un nuevo carnet de 
identificación personal y electoral dentro de 
las limitaciones, legales y económicas, prin­
cipalmente, impuestas por la misma ley, y a 
formular sugerencias sobre la forma en que 
este operativo puede enlazarse con la rapidez 
dispuesta por la Ley 12-92 para el escrutinio 
de los votos emitidos por la ciudadanía en las 
elecciones generales. En nuestro concepto, las 
soluciones aprobadas por la JCE deben tener 
en cuenta esos dos elementos críticos del ac­
tual proceso: cómo dotar al país de la nueva 
cédula, en forma satisfactoria para todos los 
actores, y cómo evitar el trauma asociado con 
la demora en el conocimiento del resultado fi­
nal de las elecciones.

En ese orden, las tareas prioritarias que 
plantean las leyes mencionadas a la Junta Cen­
tral Electoral son las siguientes:

a) Reglamentar todo lo relativo a la expedi­
ción de la nueva cédula de identidad y 
electoral, en cuanto a su formato, conte­
nido, prioridades y cualesquiera otros de­
talles;

b) Reglamentar todo lo relativo al nuevo 
número de identificación, que también 
será utilizado por otros documentos 
públicos;

c) Organizar el sistema u operativo de ex-
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Criterios de selección

Las premisas específicas sobe las cuales se 
debe realizar este proyecto son las siguientes:

1.- La alternativa a escoger debe apoyarse 
en una base de datos computarizada que per­
mita el manejo óptimo de la información, su 
acceso rápido y confiable, así como su pro­
gresiva expansión.

En este sentido, resulta deseable que si se 
decidiera adquirir nuevos equipos de compu­
tación, el equipo que se seleccione tenga ca­
pacidad para las necesidades presentes y fu­
turas previsibles del nuevo Registro de Iden­
tificación Personal y Electoral y del Registro 
Civil, anticipándose en su configuración los 
cambios tecnológicos que se vislumbran en el 
futuro cercano.

Un elemento clave a tomar en consideración 
al momento de la selección de los equipos de 
la unidad central de^computos y de los que 
podrían conformar una red nacional, es su 
compatibilidad con los equipos existentes ac­
tualmente en el Centro de Cómputos de la 
JCE, o la facilidad de conversión total de la 
base de datos existente al nuevo computador.

Tanto el hardware como el software deben 
permitir el acceso y aprovechamiento de dicha 
base de datos posibilitando asila transferencia 
de los viejos archivos del Registro Electoral a 
los nuevos que se formarán durante el proceso 
de reinscripción de viejos electores y de ins­
cripción de nuevos.

2. - El sistema escogido debe ofrecer niveles 
de seguridad aceptables para los fines civiles 
y políticos.

Si bien es cierto que en este estudio no se 
favorece tecnología alguna en particular, es 
evidente que algunas son más seguras que 
otras y que, en caso de conflicto entre alter­
nativas, debe escogerse la que mejores niveles 
de seguridad ofrezca.

3. - El proyecto debe tener un costo razo­
nable.

Aunque se está hablando de una necesidad 
sentida de la población y de los partidos, es 
evidente que un costo que exceda las expec­
tativas de las autoridades o las posibilidades 
reales del país en el presente, puede tener efec­
tos contraproducentes a los objetivos mismos 
del proyecto, presentándolo como inviable.

Debe señalarse, no obstante, que el com­
promiso de dotar a los ciudadanos de una 
nueva cédula de identificación para fines ci­
viles y electorales, es una responsabilidad pri­
maria del Estado dominicano, recayendo so­
bre sus autoridades la tarea de su ejecución.

5.- Finalmente, como un alto componente 
del costo radica en el equipo electrónico (com­
putadoras, equipo fotográfico, periféricos, 
etc.), se analizan varias alternativas, inclu­
yendo el arrendamiento, tomando en cuenta la 
celeridad del cambio tecnológico en esta área. 
Se ha ponderado, en lo referente al volumen 
de unidades a ser adquirido, no sólo su uso 
circunstancial para el operativo de inscripción 
y cedulación, sino su utilidad posterior para

quiere de un nuevo documento electoral, tal 
como lo ordena la Ley.

Dicho documento deberá servir primor­
dialmente para la identificación personal de 
los individuos para todos los asuntos de orden 
civil, pero tendrá un uso sensitivo como medio 
de acreditación del ciudadano como ente elec­
toral. Por tales razones, debe contener ciertos 
stándares de seguridad y confiabilidad que ga­
ranticen su aprovechamiento a los fines para 
los que ha sido concebido (civiles y políticos, 
legales, policiales y de seguridad, comerciales, 
etc.). Al mismo tiempo, debe ser aceptable 
para los actores políticos.



25

Aspectos comunes

ANALISIS DE LAS ALTERNATIVAS

En el presente Informe se analizan tres mo­
delos principales de solución a los problemas 
que plantea la expedición de la nueva Cédula 
de Identificación Personal y Electoral. Para 
dos de estos modelos se han contemplado 
diferentes variantes.

Deliberadamente, se han dejado de lado los 
aspectos relacionados con el traspaso de las 
oficinas de la actual Dirección General de la 
Cédula Personal de Identidad y de la Oficina 
Central del Estado Civil y sus dependencias al 
control de la Junta Central Electoral, por ser 
asuntos de carácter administrativo.

Las alternativas que se analizan en este In­
forme parten de las condiciones existentes al 
momento de su redacción (principios de julio 
de 1992). Cualquier modificación en las con­
diciones, que altere algunas de las premisas y 
conclusiones del mismo, obviamente es ajena a

Las alternativas a analizar tienen varios as­
pectos en común:

la responsabilidad de los autores. De cualquier 
forma, el proyecto en cuestión, aunque supone 
consideraciones de orden técnico, en última 
instancia está sujeto a la dinámica cambiante 
del proceso político.

a) Todas parten de la idea de que una con­
siderable proporción del actual Registro 
Electoral es válida y utilizable. Tanto la 
opinión de los expertos consultados como 
la experiencia de los autores de este tra­
bajo, permiten asegurar que, por lo me­
nos, el 60% del actual Registro es perfec­
tamente válido y algunos hacen llegar es­
ta cantidad hasta el 75% del mismo. En 
tal virtud, sería un evidente desperdicio 
de recursos desdeñar una cantidad tan 
significativa de datos en el nuevo proce­
so.

b) Todas parten, aun la más pedestre, de la 
existencia de una base de datos compu- 
tarizada y de su máximo aprovecha­
miento. Las diferencias surgen en el en­
foque del proceso de captura de la in­
formación, en la transmisión y procesa­
miento de los datos. En el control de la 
calidad de la información, en la tec­
nología para la carnetización, en la adap­
tabilidad en el tiempo y a las condiciones 
del país de las tecnologías pasibles de ser 
empleadas y obviamente, en sus niveles 
de costo.

c) Todas cumplen con el mandato de la Ley.
d) Todas buscan solucionar uno de los pro­

blemas más sensitivos de la actual situa­
ción de los electores, como es el de las

evitarle al país la adquisición de una cantidad 
excesiva de equipos que puedan convertirse 
en una carga gravosa para la institución.

6.- En las actuales circunstancias, el factor 
básico es el tiempo.

Cualquier combinación de exceso de costo, 
de alta tecnología y de necesidades mayores 
de entrenamiento, puede ser perjudicial para 
la viabilidad de cualquiera de las opciones es­
cogidas. Una regla básica es la de que a mayor 
complejidad de la alternativa, menor pro­
babilidad de llevarla a cabo en el tiempo dis­
ponible.

Nada impide que la Junta Central Electoral 
diseñe un programa a largo plazo, cuya pri­
mera etapa, dada la cercanía del torneo electo­
ral de 1994, se concentre en los aspectos re­
levantes a este proceso y que otros asuntos no 
perentorios, se aborden en una etapa posterior.
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ALTERNATIVA A:
PROYECTO DEL CENTRO DE 

COMPUTOS DE LA JCE

2.- El proponente plantea la obsolescencia 
del actual equipo de cómputos de que dis­
pone la JCE. El computador central no puede 
ser mejorado (upgraded), debido al hecho de 
que ha sido descontinuado, no cumpliendo 
con los requerimientos de memoria del pro­
yecto, tal como lo concibe el proponente. No 
obstante, la actual configuración del Centro 
de Cómputos tiene capacidad suficiente para 
procesar el nivel de datos requerido por otras 
alternativas que se proponen en este estudio, 
por lo cual podría mantener su nivel de uti­
lidad.

Sostiene, que los procedimientos de opera­
ción del Registro Electoral, a nivel de oficinas 
inscriptoras y de organización, también son 
obsoletos.

Metas inmediatas: Diseño de un nuevo sis­
tema que renueve el archivo computarizado 
existente, dentro del límite establecido (di­
ciembre 1993).

Expedición de un nuevo documento más se­
guro que el actual, cuya validación sea in­
dependiente de todo documento anterior, y 
que se base en códigos inherentes al ser hu­
mano y algorítmicos.

Creación de una red nacional computariza- 
da, con terminales inteligentes, conectadas al 
computador centra) de la JCE.

El calendario propuesto de realización del 
proyecto supone que para el 15 de julio de 
1992 se haya celebrado el concurso para esco­
ger a los suplidores de equipo y que para el 15 
de agosto se hayan obtenido los fondos para 
la adquisición de las nuevas máquinas para el 
proyecto, de la cual suma, se debería desem­
bolsar el 60% para el primero de septiembre 
del mismo año.

El calendario prevé que para el 31 de di­
ciembre de 1992 todos los equipos estén to­
talmente instalados, el personal técnico contra-

Esta es la propuesta presentada por el En­
cargado del Centro de Cómputos de la Junta 
Central Electoral, Ing. Antonio Camilo R., y 
sometida a la consideración de los partidos 
políticos por los anteriores miembros de la 
JCE, mediante Resolución 3/92 de fecha 4 de 
junio del presente año.

En resumen, la propuesta plantea los si­
guientes puntos:

1.- Objetivo: "Llegar al cierre del cuatrienio 
(diciembre 1993), con un archivo totalmente 
renovado y una población electoral con un 
documento de identificación totalmente nue­
vo, confiable y seguro".

elevadas tasas de migración interna (un 
22% en 1981, conforme al Censo de Po­
blación de 1981 y de un 32% en 1991, de 
acuerdo con la Encuesta Nacional De­
mográfica y de Salud) e internacional (de 
800 mil a 1 millón de dominicanos re­
sidiendo en el exterior). El nuevo Registro 
debe plantear soluciones expeditas al pro­
blema que crea el gran número de domi­
nicanos que, por diversas razones, ha de­
cidido trasladar su lugar de residencia, ya 
sea dentro del país o fuera del mismo.

e) Finalmente, todas las alternativas con­
templan -en concordancia con el espíritu 
de la nueva Ley Electoral- otorgar un 
mayor nivel de participación en el proce­
so a los partidos políticos reconocidos, 
como una forma de garantizar su trans­
parencia e imparcialidad y de asegurar el 
reconocimiento y aceptación de los re­
sultados electorales que se produzcan el 
16 de mayo de 1994.
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Organización interna

Se prevé la existencia de 400 unidades de 
este tipo que estarían formadas de la siguiente 
manera:

El proyecto plantea la existencia de tres uni­
dades tecnológicas diferentes:

1 Mínicomputador 80386 de 4 megas y dis­
co duro de 240 mg y monitor de alta re­

tado, y las comunicaciones remotas instaladas 
(110 líneas dedicadas).

Durante el mes de enero de 1993 se con­
vertiría el actual archivo aT nuevo formato, se 
entrenaría el personal de los núcleos tecnoló­
gicos y se terminaría de pagar a los suplidores 
del equipo.

El primero de febrero se abrirían los núcleos 
tecnológicos en todos los municipios del país, 
y el proceso de cedulación se llevaría a cabo 
utilizando un operativo por mesas electorales 
en todo el país, de manera paulatina, que cul­
minaría la tercera semana de junio de 1993, 
quedando abiertos los núcleos permanentes 
hasta el 16 de enero de 1994.

Estos núcleos sólo operarían para realizar re­
inscripciones de electores que ya figuran en el 
Registro Electoral que no conlleven cambios, 
pues no estarían conectados a la red, contando 
solamente con el archivo correspondiente a la 
mesa electoral a que ha sido asignado.

Los Núcleos Tecnológicos Permanentes in­
cluyen una configuración igual a la anterior, 
con la salvedad de que el computador estaría 
conectado, vía modem, con el computador 
central de la JCE y que estarían dotados de im­
presoras láser. Se prevén 110 unidades míni­
mo de estas últimas, aunque en la última ver­
sión del documento de la Junta se duplicó este 
número (220 unidades), elevando el total de 
unidades del sistema a 620, sin incluir las del 
Centro de Cómputos.

Estos núcleos funcionarían en los locales de 
las Juntas Municipales Electorales, dedicán­
dose a inscribir a nuevos electores y a re­
inscribir a aquellos que presenten cambios de 
municipios en sus datos.

El proyecto incluye la compra de equipos 
adicionales para garantizar la operacionalidad 
de los núcleos, como son 620 fuentes de 
energía alterna (UPS) de 3 kw, cada uno, un 
UPS para la unidad central, 510 plantas eléc­
tricas de 5.5 kw, con capacidad de 12 horas de 
uso continuo, así como los correspondientes 
cables, conectadores, varillas, alambres y las 
líneas de comunicación remota.

Por otra parte, en la propuesta se plantea la 
compra de 50 minibuses para el transporte de!

solución, con capacidad para procesar in­
formación e imágenes.

1 cámara de video.
1 scanner para captar huellas digitales.
1 scanner para captar imágenes.
1 impresora térmica.
1 UPS.

a) El Centro de Cómputos de la JCE, in­
tegrado por un computador central, un 
conjunto de terminales y centro de comu­
nicaciones. En este centro se encuentra el 
archivo central computarizado del Re­
gistro Electoral.

b) Los Núcleos Tecnológicos Permanentes, 
en cada municipio, conectados al Centro 
de Cómputos.

c) Los Núcleos Tecnológicos Semiperma- 
nentes, que operarán por un período de­
terminado en los locales de las mesas 
electorales del país.
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Ventajas de esta alternativa

Modo de operación

Luego de instalados el equipo central y los 
núcleos permanentes, se iniciaría el empadro­
namiento por mesas, de acuerdo a un calen­
dario prefijado, iniciándose en el Distrito Na­
cional y culminando en el municipio de La­
guna Salada. Las unidades de núcleos semi- 
permanentes que sean necesarias se ubicarían 
en los locales de las mesas electorales para 
empadronar a los electores registrados regu­
larmente. Cualquier cambio que afecte la ubi­
cación del elector no puede hacerse en esos 
núcleos, los cuales sólo están facultados para 
cambios personales menores (estado civil, di­
rección actual, etc.).

personal y el uso de camiones cisterna para el 
suministro de combustible para las plantas 
eléctricas en operación.

Todo este equipo tiene un costo aproximado 
de 25 millones de dólares (unos 312,500,000 de 
pesos). El costo total de la propuesta presen­
tada a la JCE, es de 32,448,000.00 millones de 
dólares (unos 405,600,000 millones de pesos). 
Estos datos corresponden a la versión apro­
bada por la JCE anterior y presentada a los 
partidos políticos. Posteriormente, el presu­
puesto fue reajustado por el proponente, re­
duciendo el monto total del proyecto a 
US$30,674,800.00.

De acuerdo al plan presentado, el empa­
dronamiento electoral se iniciaría la primera 
semana de febrero de 1993 y culminaría la ter­
cera semana de junio, quedando el resto del 
afio para los rezagados y otros no prioritarios, 
como los menores y los extranjeros.

Se prevé la expedición de cédulas de color 
diverso para las diferentes categorías (meno­
res, extranjeros, militares, etc.), para distin­
guirlos de la cédula de votante.

Toda persona que deba hacer un cambio 
que afecte lo electoral (cambio de mesa, por 
ejemplo), o que no tenga sus documentos en 
regla, deberá apersonarse al núcleo perma­
nente de su localidad para formalizar el cam­
bio. Este se hará luego de comunicarse con el 
archivo central y comprobar la veracidad de la 
información y tomarse las previsiones de lu­
gar para evitar la duplicidad de inscripciones.

a) Es una alternativa altamente computeri­
zada y futurista que aprovecha algunas de las 
ventajas de la conversión de imágenes a datos 
de computadora, entre otras.

b) Si se pudiera montar una red nacional 
como la propuesta, bajo condiciones ideales de 
recursos financieros, personal calificado, co­
municaciones telefónicas óptimas, sistema 
energético asegurado y continuo, y tiempo 
holgado para su implementación, crearía un 
modelo de comunicación expedito y confiable 
entre los núcleos municipales y el Centro de 
Cómputos de Ja JCE para la validación de los 
datos, evitar duplicidad de información y para 
la expedición de las cédulas.

c) Al crear un modelo de control ajeno a 
documentos anteriores que pudieran estai vi­
ciados, la alternativa presenta un documento 
bastante confiable, válido por sí mismo, y al 
cual pueden agregarse informaciones en el fu­
turo que se consideren de utilidad para los 
fines del Estado.

d) Como un beneficio adicional, permitiría 
que una parte de los equipos en operación en 
los núcleos semi-permanentes (400 unidades), 
pueda ser utilizada para conectar posterior­
mente el Registro Civil dominicano a una red 
que garantice la permanente actualización de 
este importante instrumento administrativo.
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Desventajas de esta alternativa

a) Así como su alto contenido tecnológico 
aparece como una ventaja apreciable para esta 
alternativa, ese alto contenido es su principal 
desventaja en un medio como el nuestro en el 
que no existe una "culíura tecnológica" que per­
mita un manejo adecuado de los delicados equi­
pos puestos en manos de personas con un en­
trenamiento mínimo, amén del ambiente (in­
fraestructura, sistemas de energía y comuni­
cación seguros, etc.) y los costos operadonales y 
de mantenimiento permanentes que supone.

b) El alto contenido tecnológico afecta tam­
bién una propiedad que debe tener toda solu­
ción: la razonabilídad de su costo. Esta al-

Con unas 150 unidades del volumen de equi­
pos que quedaría inactivo luego de la cedula- 
dón general del país, se podría proceder al ob­
jetivo en cuestión que debiera ser una prio­
ridad de la Junta Central Electoral.

e) Si el modelo funciona para el procesa­
miento de los datos del nuevo empadro­
namiento y la nueva cédula, se podría esperar 
lo mismo para el procesamiento y transmisión 
de los datos de las votaciones, lo que garan­
tizaría una comunicadón expedita del resul­
tado de los comicios, en un período de tiempo 
que no resulte traumático para la opinión 
pública nacional y en desmedro de la imagen 
intemadonal del país.

f) Finalmente, el sistema supone otros usos 
para el Estado, como los relativos a la segu­
ridad interior y para fines impositivos, y para 
el sector privado, pues el Registro resultaría 
un documento extraordinariamente confiable 
para fines de identificación y localización de 
clientes potenciales, siempre y cuando se per­
mita el acceso abierto a los archivos por parte 
de los usuarios privados.

ternativa es la más costosa de todas, con unos 
montos que, cuando se ejecuten, pro­
bablemente llegarán a los 500 millones de pe­
sos, cifra que ya ha sido cuestionada, dada la 
diversidad de prioridades del sector público.

c) La alta sofisticación plantea también pro­
blemas de operación que no deben ser pa­
sados por alto. El alto volumen de equipo 
eletrónico delicado en un medio de muy limi­
tados soportes y recursos en esta rama, plan­
tea serios cuestionarrúentos a la solución pro­
puesta. El problema de energía eléctrica, el 
polvo y la suciedad ambiental, el costo de las 
piezas de recambio y de los insumos que uti­
liza, podrían crear cuellos de botella que ha­
gan impracticable una solución técnicamente 
plausible, pero irrealizable por las condiciones 
del medio.

d) La creación de una red de comunica­
ciones de carácter nacional y que envuelve, en 
ese caso, a más de cien comunidades, algunas 
de las cuales no cuentan siquiera con sistemas 
de comunicación telefónica, plantea problemas 
adicionales que no son resueltos razonable­
mente en el documento.

Este es un aspecto de la mayor importancia 
debido a que expertos consultados sugieren 
un plazo no menor de un arto para la insta­
lación y puesta en funcionamiento de manera 
óptima de una red de comunicación de este 
tamaño y de esta complejidad.

Los casos de ciudades no comunicadas por 
teléfono obligan a soluciones alternativas que 
tampoco son tratadas en el documento. Fi­
nalmente, si todo el sistema de inscripción y 
cedulación va a depender de la eficiencia de la 
red y esta requiere un año para ser instalada, 
la alternativa propuesta carecería de tiempo 
hábil para ser implementada.

e) Por último, en estos aspectos generales, 
quedaría por resolver la cuestión de su rigi-
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a ese

a

dez, es decir, de colocar todos los huevos en 
una sola canasta. Si se hace la inversión y el es­
quema no funciona de la manera esperada en 
la práctica, la JCE quedaría embarcada en un 
sistema que ella misma solicitó pero que no 
llena los requerimientos para los cuales fue 
diseñado, sin poder reclamar responsabilidad 
de los suplidores pues estos habrán entregado 
los equipos solicitados en concurso público.

Lo sensato sería que la JCE partiera de al­
ternativas flexibles que Je permitan aprove­
char al máximo las ventajas de los métodos ya 
conocidos y utilizados, para los cuales existen 
recursos humanos abundantes y de menor cos­
to, aplicándolos en las fases de este proyecto en 
que puedan proporcionar resultados óptimos, 
como sería para el proceso de inscripción 
masiva de electores, empleando la tecnología 
-igualmente con un aprovechamiento óptimo, 
en condiciones adecuadas de funcionamiento, 
con una economía de recursos- en la fase en que 
ésta pueda rendir sus mejores resultados: en el 
procesamiento de la información y en el ope­
rativo de carnetización estrictamente.

La rigidez de la solución propuesta, unida 
su alto costo, la hacen altamente inviable.

f) En los aspectos micro, existen numerosos 
cuestionamientos, entre los cuales citamos:

1. - El problema de la red de comunicación y 
los que plantea la comunicación con locali­
dades que actualmente no están comunicadas 
por teléfono.

2. — La rigidez de los núcleos semi-perma- 
nentes que no pueden realizar cambios de cier­
ta relevancia. Una inversión tan alta debiera 
ser mejor utilizada en el proyecto.

3. - Resulta cuestionable la compra de 50 au­
tobuses para el transporte de personal. Esto 
parece una duplicación innecesaria dada la ca­
pacidad instalada que existe en el país de este 
tipo de servicio. Por otra parte, quedaría la

cuestión del destino que daría la JCE 
equipo luego de pasado el operativo.

4 - Igual ocurre con los camiones para trans­
portar equipos y los camiones cisterna. Parece­
ría preferible el alquiler de estas facilidades o 
que sean suplidas a nivel local, antes que dis­
poner de los cuantiosos recursos que se ne­
cesitan para adquirir equipos de uso muy li­
mitado a los propósitos de la JCE.

5. - El software integrador que requiere el 
procesamiento de imágenes diferentes (fotos, 
huellas dactilares y firma), datos numéricos, 
procesamiento de palabras y manejo de base 
de datos, es muy costoso y "difícilmente pre­
sente una solución global”, como afirmara un 
experto consultado. El manejo de esta aplica­
ción requeriría de la existencia de unos niveles 
técnicos en la JCE con los cuales no cuenta, 
amén de los grandes riesgos de fallos técnicos, 
por las razones que se han apuntado antes.

6. - El procesamiento de las huellas digitales 
plantea problemas particulares que fueron 
señalados por todos los especialistas consul­
tados. No es solamente la alta capacidad de al­
macenamiento requerida, ni el equipo y soft­
ware especial necesarios, como tampoco el 
número de huellas requeridas para garantizar 
razonablemente la seguridad del documento, 
sino también el hecho de que las filis que sur­
jan sobre este punto son de una naturaleza téc­
nica tal que en el país no existen expertos en 
estos asuntos fuera de los organismos de se­
guridad del Estado.

Por tanto, el costo invertido en este paso, 
que podría justificarse como clave alterna de 
seguridad a nivel del archivo central y, por vía 
de consecuencia, de contabilidad del docu­
mento, en la práctica deviene cuestionable de­
bido a su absoluta inutilidad al momento de la 
votación, cuando los elementos adicionales de 
comprobación de la identidad del elector se-
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costos, como los de instalación de las tierras en 
los locales de las mesas. Si tomamos en cuenta 
que deben instalarse cerca de 7,000 tierras en 
diferentes puntos del país, se está hablando de 
una cantidad respetable.

El cálculo de los salarios y dietas de los téc­
nicos que operarán los núcleos tecnológicos 
también fue gravemente subestimado. Los 
núcleos requieren de 2,480 pesonas para aten­
derlos (620 x 4 personas). A ellos habría que 
sumar el personal de apoyo (choferes de los 
autobuses, auxiliares, electricistas, etc.) cuyos 
salarios tampoco fueron calculados. Si sólo to­
máramos en cuenta a los 2,480 operadores del 
sistema y se les pagara el salario que deven­
gan actualmente los digitadores del Centro de 
Cómputos de la JCE (RD$l,700) y RD$75 pe­
sos de dieta diarios (por 6 días semanales), 
este sólo concepto sumaría unos RDS8.6 millo­
nes mensuales, equivalentes a RDS104 millo­
nes anuales, solamente para el personal califi­
cado de las unidades tecnológicas. En el pro­
yecto sólo se consigna un millón de dólares, o 
sea, RDS12.5 millones para pago de salarios.

En una versión posterior del presupuesto de 
esta opción -en reconocimiento de esta subes­
timación-, el Encargado del Centro de Cóm­
putos de la JCE aumentó los gastos de salarios 
para el pago del pesonal a US$7.8 millones, 
equivalentes a nos RD$97.9 millones. Aún en 
esta nueva versión, no figura la dieta del per­
sonal que se movería por todo el país.

10.- En el proyecto no se calcula el costo de 
la comunicación, ni se ha hecho un estimado 
del costo de transmisión de cada récord de las 
Juntas Municipales a la JCE y viceversa. Esta 
es, sin duda, una cuantiosa suma que debió 
ser incluida en el presupuesto estimado del 
proyecto.

En resumen, la alternativa presentada por 
el Encargado del Centro de Cómputos de la

rán la fotografía, la firma o cualquier otro ele­
mento de fiabilidad intrínseco al documento.

En este sentido, cualquier solución que deje 
de lado la toma de la huella digital en la forma 
en que ha sido presentada en él proyecto lo 
haría más factible y menos costoso.

7 - La necesidad de "scanear" las huellas y la 
firma crean una demora en el proceso que lo 
hacen poco práctico. El proceso de expedir el 
carnet utilizando esta tecnología se toma de 7 
a 10 minutos, lo que significa que una unidad 
operando durante una jornada de 10 horas 
procesaría entre 60 y 85 electores por día.

En este sentido, el cronograma hecho en este 
proyecto para cedular a todo el país se cae, 
casi forzando a multiplicarlo por dos, teniendo 
en cuenta que el promedio de las mesas electo­
rales del Distrito Nacional es de 610 electores 
y el promedio nacional por mesa es de 485 
electores. Esta demora en el proceso aumenta 
el tiempo de los operarios, el pago de dietas y 
de combustible de las plantas, de uso de los lo­
cales, etc.

8. - Asimismo, en el proyecto no se prevén 
mecanismos para ordenar a los electores que 
acudan a las mesas para el proceso de inscrip­
ción y cametización. Si solamente se pueden 
procesar de unos 60 a 85 por días, hay que 
crear un mecanismo de selección para que la 
gente no acuda a un centro de inscripción sin 
poder ser atendida. Existen alternativas de or­
ganizar el flujo de los electores hacia las mesas 
por sexo, por número par o impar del último 
dígito de la cédula, por orden secuencial de 
este número (del cero al 9), por orden alfa­
bético del apellido, y por combinaciones de al­
gunos de estos criterios, que pueden ser utili­
zadas para evitar entaponamientos inútiles, 
dependiendo de la capacidad diaria estimada 
de procesamiento por mesa.

9. - En el proyecto no se incluyen algunos
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Ventajas de esta alternativa

ALTERNATIVA Al:
CENTROS REGIONALES

a) Se utiliza el sistema de empadronamiento 
ya sea por mesas, o por centros barriales, 
en forma manual o computarizada. Se va­
lidan los datos, se modifican con el con­
sentimiento del elector, cuando sea ne­
cesario, y luego de firmado el formulario 
en señal de aceptación, se envían por me­
dios seguros al centro regional corres­
pondiente.

b) Recibidos en el Centro Regional, son pro-

Esta solución alternativa plantea varias ven­
tajas, con relación a la anterior:

a) Mantiene los niveles de tecnología que 
son necesarios para garantizar la confiabilidad 
y rapidez del sistema.

b) Reduce los costos y las posibles dificul­
tades asociadas a la creación de una red muy 
grande de comunicación que incluya zonas 
donde los niveles tecnológicos son más bien 
bajos.

c) Es una solución abierta, por cuanto la ex­
pedición final del carnet electoral puede lo­
grarse por cualquiera de las soluciones tec­
nológicas existentes.

d) Crea un sistema que podría ser utilizado 
para el conteo final de los votos, luego de las 
elecciones, limitando las comunicaciones vivas 
a un máximo de diez comunidades en todo el 
país. Una muestra representativa de las mis­
mas podría señalar una tendencia electoral que 
facilite la aceptación de los resultados.

e) No tiene la complejidad de la solución an­
terior, por tanto los niveles de entrenamiento,

En cierta forma esta es una variante menos 
tecnologizada de la opción A. En resumen, 
esta alternativa se apoya en un sistema que, a 
partir del Centro de Cómputos de la JCE que 
contiene en su archivo central toda la in­
formación de) Registro, lo vincula a 10 centros 
regionales ubicados en ciudades cabeceras que 
por su ubicación geográfica, su importancia 
electoral y su infraestructura adecuada, facili­
ten el trabajo de Ja JCE.

Estos 10 centros regionales, ubicados en razón 
de su facilidad de comunicación e importancia 
electoral en el Distrito Nacional, Santiago, La 
Vega, San Francisco de Macorís, Puerto Plata, 
Mao, Azua, Barahona, Hato Mayor y San Pedro 
de Macorís, servirían de centros de procesa­
miento de datos par la JCE y de acopio de in­
formación para el Registro Personal y Electoral.

El modus operandi de esta alternativa sería 
como sigue:

cesados, en comunicación con el com­
putador central de la JCE y validados o 
no, según sea el caso.

c) Los casos validados son devueltos a la Jun­
ta Municipal correspondiente para que 
sean expedidas las cédulas correspon­
dientes, por los medios que decida la JCE.

JCE resulta de dudosa factibilidad por su alta 
tecnología en un medio de escasa "cultura 
tecnológica", por su costo, por su com­
plejidad técnica, su rigidez y por la falta de 
tiempo para asegurar una aplicación óptima 
de la misma.

Una variante de estos últimos pasos con­
siste en que Jas nuevas cédulas sean ex­
pedidas en el mismo momento de la vali­
dación de los datos, por medios compu- 
tacionales. Esta última solución acortaría un 
paso en el proceso, con la correspondiente re­
baja en los costos.
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Desventajas de esta alternativa

1

1

2
1

estación de captura de los datos que in­
cluye la unidad computarizada, la cáma­
ra de video, un núcleo (pad) para la fir­
ma, la impresora de tarjeta, y el aparato 
para la toma de las huellas digitales.
estaciones para la entrada de los datos, 
servidor (una computadora que sirve de 
control del sistema).

ALTERNATIVA A2: 
CENTROS TECNOLOGICOS

b) Se adquiriría un nuevo equipo para el 
Centro de Cómputos de la Junta Central Elec­
toral.

c) Se adquirirían las tarjetas, tipo tarjetas de 
crédito, en cantidad suficiente para dotar a to­
dos los electores de la nueva cédula.

d) Adquiridos todos los equipos, se pro­
cedería a instalarlos en las diferentes co­
munidades como centros de acopio para pro­
ceder a la cedulación de los electores.

Este sistema, de acuerdo al tiempo de pro­
cesamiento de cada elector, permite expedir de 
20 a 24 carnets por hora con fotografía, firma y 
huellas del elector y sus datos generales. De­
bido a la naturaleza de la solución escogida 
(tarjeta plástica tipo tarjeta de crédito), ésta 
debe ser recubierta para asegurar la duración 
de seis años exigida por la ley.

1
I

Esta alternativa es una variante reducida de 
la propuesta original del Centro de Cómputos 
de la JCE, que funcionaría de la siguiente ma­
nera:

a) Se adquirirían los equipos para 160 cen­
tros tecnológicos para la captura de los datos y 
la expedición de las nuevas cédulas en los di­
ferentes municipios. Cada centro estaría com­
puesto de la siguiente manera:

a) Al concentrar los centros regionales en 
municipios de alta concentración de votantes, 
podría crear cuellos de botella que deben ser 
manejados con criterios técnicos para poder 
ser resueltos.

b) Podría presentar problemas el hecho 
de que habría que dotar a los municipios de 
los correspondientes equipos de procesar fo­
tos, con el consiguiente aumento de los cos­
tos y los peligros de deterioro y falta de cui­
dado.

c) Plantea esperas para el elector que desea 
su nueva cédula que no existen en el sistema 
anterior si se planifica con anterioridad.

d) Aumenta los riesgos de seguridad al 
crear varios centros de procesamiento de datos 
que requerirían de controles y supervisión. La 
dispersión podría constituirse en un motivo de 
querella entre los partidos.

En resumen, esta alternativa puede ser fun­
cionalmente válida, a menor costo, con menos 
riesgos tecnológicos y de pérdida de equipos, 
pero no resuelve algunas de las dificultades 
inherentes a la disparidad entre el nivel tec­
nológico requerido y el soporte que ofrece el 
medio, y requiere un gran control de los ac­
tores políticos para su ejecución sin com­
plicaciones.

de calificación del personal, de costo de ope­
ración y de riesgos de fallos en el sistema, se 
reducen proporcionalmente, facilitando así el 
logriS del propósito perseguido.

f) Al concentrar los centros regionales en 
ciudades de cierta importancia, facilita la con­
tratación de los recursos calificados requeridos 
para manejar el sistema, situación difícil de ob­
tener en toda la geografía nacional.
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Ventajas de esta alternativa

Desventajas de esta alternativa

a) El alto nivel tecnológico que ofrece esta 
alternativa constituye un paso de avance para 
el país.

b) Permite ejecutar el proceso de cedulación 
de los electores en el tiempo previsto por la 
Ley con un número menor de equipo que en Ja 
alternativa presentada por el Encargado del 
Centro de Cómputos de la JCE.

c) El equipo adquirido queda como activo 
para las demás actividades y tareas que debe 
realizar la JCE dentro de este proceso y para 
futuras necesidades y proyectos de la insti­
tución.

d) Su costo es más razonable que la al­
ternativa presentada por el Encargado del 
Centro de Cómputos.

a) El nivel tecnológico exige unos grados de 
sofisticación en el personal que obligan a cos­
tos superiores a los de la simple adquisición 
del equipo.

b) La alta inversión inicial podría ser un 
obstáculo para su ejecución a tiempo, dadas 
las limitaciones presupuestarias de la JCE y el 
cuestionamiento a sus prioridades.

c) Una gran parte del equipo adquirido 
tendrá un uso muy limitado luego de que se 
cedule a todo el país y requiere unas con­
diciones de operación que no existen ac­
tualmente. Este es un costo oculto que no debe 
desdeñarse. La preparación de los locales para 
la operación de equipos sofisticados desborda 
la simple compra de una planta eléctrica o un 
UPS. Implica reparación de los locales, al­
gunos de los cuales no son propiedad de la 
JCE, adquisición de equipos de climatización 
en muchos casos, mejoras en las instalaciones

eléctricas y en otras facilidades físicas, que 
agregarían nuevos costos y tareas adicionales 
a la ya cargada agenda de la Junta.

d) Es una solución rígida, en cuanto a que si 
no prueba ser eficiente, quedaría una inver­
sión ociosa en manos de la Junta.

e) Demanda muchos recursos adicionales de 
personal, mantenimiento y supervisión, por 
tanto, mayor costo.

f) Implica que la JCE debería disponer de 
unos RDS143 millones de pesos para ser en­
tregados, este año, a la empresa que gane el 
concurso como avance para la adquisición de 
los equipos y que tendría que obtener unos 
RDS30 millones pocos meses después, para el 
pago final de los mismos.

La diferencia primordial enre todas estas 
opciones, cuando se obvia el problema de los 
costos y de la tecnología, es el de la dis­
ponibilidad de efectivo para hacer frente a los 
compromisos, es decir, el calendario de de­
sembolsos.

Todas las opciones que incluyen una gran 
compra de equipos tecnológicos obligan a la 
JCE a realizar erogaciones muy altas pre­
cisamente en el año 1992 o a principios de 
1993, cuando se encuentra más débil en tér­
minos financieros.

Las opciones menos tecnológicas permiten 
prorratear mejor los egresos, lo que ofrece a la 
JCE varias ventajas:

1. - Dispondría de condiciones y de un es­
pacio de tiempo más holgado para hacer 
frente a sus compromisos económicos fijos y 
extraordinarios.

2. - Tendría más tiempo para solicitar la 
cooperación necesaria a organismos interna­
cionales y gobiernos amigos, que también tie­
nen sus propios calendarios y procedimientos 
de procesamiento de solicitudes y de desem­
bolso de recursos.
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Operativo nacional de inscripción
ALTERNATIVA B: 

OPERATIVO NACIONAL DE 
INSCRIPCION CON CENTRO NACIONAL 

DE DIGITACION Y CEDULACION 
CON FOTOGRAFIA INSTANTANEA

3.- Podría desarrollar su propio programa 
de ejecución presupuestaria sin las presiones 
económicas perentorias que implicarían los 
compromisos económicos que plantean las op­
ciones tecnológicas ponderadas anteriormente.

Una conclusión general, con relación a to­
das las alternativas tecnológicas, es su ele­
vado costo, que desborda las capacidades 
económicas de la JCE. Algunas no resuel­
ven, a pesar de la gran inversión, parte de 
las tareas básicas que tiene ante sí la ins­
titución, resultando cuestionable su ajuste a 
la cultura tecnológica del país. Por otra par­
te, todas dejan como secuela mayores costos 
de mantenimiento y soporte.

de los electores, las tres fases en que puede y 
debe desagregarse el proyecto.

Asume las reales condiciones en que la JCE 
y el país desenvuelven sus actividades, tanto 
en lo referente a recursos presupuestarios 
como a condiciones generales de funciona­
miento.

Parte de la idea de una validación parcial 
del Registro Electoral actual en una sola joma­
da nacional de inscripción (preferiblemente en 
un fin de semana), para en un segundo ope­
rativo secuencia! y progresivo a realizarse por 
mesa en cada municipio, expedir los nuevos 
carnets.

Este modelo recoge algunos criterios ex­
puestos por conocidos expertos en materia 
electoral. Busca racionalizar el uso y aprove­
chamiento de las experiencias acumuladas por 
la propia JCE, los partidos políticos y la propia 
ciudadanía en materia de inscripción en el 
Registro Electoral y en 8 jornadas nacionales 
de votación realizadas durante los últimos 30 
años, especialmente a partir de la instauración 
del sistema de empadronamiento electoral.

Persigue hacer una utilización óptima de la 
tecnología en aquellas fases en las cuales ésta 
sea imprescindible y reporte mayores bene­
ficios que otras opciones (en términos de cos­
to, eficiencia operacional, tiempo, requeri­
mientos de personal calificado y condiciones 
de infraestructura), tanto al proceso mismo de 
inscripción, como al procesamiento electrónico 
de los datos y a la subsecuente carnetización

Para reducir los riesgos de tentación de 
fraude electoral asociados a un modelo de ins­
cripción parcial y sucesivo, esta opción plan­
tea la realización de un operativo nacional, 
similar a unas elecciones, en el que todas las 
mesas electorales del país funcionarían si­
multáneamente, integradas por personas ca­
lificadas de la comunidad escogidas por los or­
ganismos electorales, con la presencia de los 
partidos políticos.

Posteriormente, procesadas las informacio­
nes de manera centralizada bajo un pro­
cedimiento que garantice la representación de 
los delegados técnicos de los partidos ante el 
Centro de Cómputos de la JCE -tal como lo 
prevé la Ley 12-92-, se elaborarían las nuevas 
cédulas, siendo validadas por los electores y 
entregadas a estos bajo un esquema de super­
visión garantizada, similar al utilizado en la 
jomada nacional de inscripción.

Este modelo tiene la ventaja de que crearía 
un ambiente motivante para el nuevo sistema, 
aprovechando el concurso de las or­
ganizaciones cívicas y comunitarias, las uni-
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Modalidad de funcionamiento

versidades y entidades públicas, los medios de 
comunicación y los propios partidos políticos, 
lo que permitiría a las autoridades de la JCE y 
a las diferentes instancias involucradas a exi­
gir la presentación del nuevo carnet, gene­
rándose una presión natural sobre los remisos 
a su obtención, para procurar cumplir con el 
mandato de Ley.

El operativo de carnetización, también con­
centraría la atención en la confiabílidad pro- 
cedimental del sistema y tendería a disuadir 
las aprensiones acerca de las irregularidades 
que generalmente acompañan a estas activi­
dades.

El modelo funcionaría de la manera si­
guiente:

a) La JCE procesaría los datos del Registro 
Electoral actual e imprimiría un formulario de 
inscripción (RE-1) conteniendo los datos del 
elector que ya figuran en el achivo central, 
para ser verificados y completados por éste 
con las informaciones adicionales que requiere 
la nueva versión de dicho formulario, en la 
mesa correspondiente.

b) La JCE convocaría a una Jornada Nacio­
nal de Inscripción en el Registro Personal y 
Electoral, que debería realizarse durante un fin 
de semana escogido, preferiblemente de fiesta 
nacional o declarado feriado, y que se llevaría 
a cabo simultáneamente en las 6,716 mesas 
electorales de todo el país.

c) Las mesas electorales funcionarían con un 
persona] escogido preferentemente de entre 
los residentes en el mismo lugar, que reúnan 
las condiciones de calificación y solvencia mo­
ral requeridas, con la presencia y supervisión 
de los delegados políticos correspondientes.

d) El elector se presentaría a su mesa con

sus documentos (carnet electoral y cédula), 
verifica los datos contenidos en el formulario, 
hace los cambios personales que desee for­
malizar (cambio de dirección, de estado civil, 
etc.), firma el formulario y estampa sus huellas 
digitales. Para los casos de las nuevas ins­
cripciones y de las reinscripciones con cam­
bios de municipio, se utilizarían formularios 
de color distinto para distinguirlos de los elec­
tores regulares de la mesa, requiriendo en 
cada caso el soporte documental correspon­
diente (acta de nacimiento/cédula/carnet 
electoral/, dependiendo del caso en cuestión).

e) Culminado este operativo, los formu­
larios RE-1 serían procesados por la JCE, en 
forma centralizada, en un Centro Nacional de 
Digitación conexo al Centro de Cómputos, o 
por medio de contratos con empresas de di­
gitación establecidas en el país. En esta fase se 
realizarían todas las operaciones de verifi­
cación y pruebas de consistencia de la in­
formación levantada en el operativo de ins­
cripción.

f) Realizado el proceso, la JCE emitiría las 
tarjetas de datos que se utilizarían en la ex­
pedición de las nuevas cédulas.

g) A continuación -en la medida en que los 
datos procesados y validados así lo permítan­
se realizaría un operativo secuencia! de carne­
tización por mesa, organizado por municipio y 
provincia, para la cedulación, en el cual el elec­
tor validaría el documento estampando su fir­
ma y sus huellas digitales en la tarjeta de d. - 
tos, y se le tomaría la fotografía (empleándos 
la tecnología utilizada en sistema Polaroid i 
otra similar), para la emisión del nuevo do i- 
mento. En este modelo -a fin de garantizar la 
confiabilidad de esta fase del proceso-, al 
igual que en el operativo nacional de inscrip­
ción, se contaría con la presencia y supervisión 
de delegados de los partidos políticos.
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Ventajas de esta alternativa

Desventajas de esta alternativa

laridad en los procedimientos.
e) Al tener una alta participación ciudada­

na, el proyecto se convierte en una actividad 
de carácter cívico que también contribuye a su 
confiabilidad y aceptación.

a) Es un modelo de baja inversión en tec­
nología -empleándose procesos ya conocidos 
y utilizados en el país para la expedición de 
las licencias de conducir y los documentos de 
identidad de empresas e instituciones-, de am­
plia participación ciudadana y de relativo bajo 
costo que podría ejecutarse utilizando las fa­
cilidades del actual sistema de cómputos de la 
JCE.

b) Es un modelo computarizado, pues parte 
fundamentalmente de una base de datos com- 
putarizada, procesa por vía de computadora 
toda la información y emite el documento em­
pleando igual herramienta de trabajo.

c) Alcanza una optimización del flujo del 
proceso en: 1] la fase de inscripción de elec­
tores o captura de datos, al emplear de manera 
inteligente un recurso abundante (trabajo vo­
luntario), bajo la modalidad conocida y utili­
zada de la inscripción manual, añadiendo la 
ventaja de la data computarizada en el archivo 
central de la JCE; 2] en la digitación de la in­
formación, al centralizar su operación, bajo un 
esquema de economía de escala, de estricta su­
pervisión técnica y política, reduciendo dramá­
ticamente los costos de inversión y operación y 
los riesgos que el mismo proceso tendría fun­
cionando bajo un modelo de dispersión de uni­
dades tecnológicas diseminadas por todo el 
país; 3] resulta esencialmente equivalente, en la 
fase de carnetización, a las demás opciones 
contempladas, en cuanto a los niveles de se­
guridad y rendimiento.

d) Sus niveles de seguridad y de coníia- 
bilidad son muy altos por cuanto la JCE dispo­
ne de un formulario firmado por el elector en 
el que confirma sus datos personales y éste 
dispone de una cédula que recoge los mismos, 
dando una apreciable seguridad de regu-

a) Requiere de una amplia campaña de mo­
tivación, por todos los medios de comuni­
cación y por vía de la movilización partidaria, 
para el logro de los objetivos previstos.

b) Tiene las dificultades de la baja tecnología 
señalada anteriormente, pudiendo retrasar so­
luciones necesarias al interior de la JCE, tales 
como el cambio de la configuración del sis­
tema de cómputos existente actualmente por 
otra más moderna.

El Centro Nacional de Digitación busca so­
lucionar esta última objeción de carácter téc­
nico a la opción presentada.

El propósito de esta unidad es fortalecer el 
Centro de Cómputos de la JCE, dotándolo de 
las herramientas necesarias, a un costo míni­
mo, para procesar toda la información reque­
rida tanto para la validación de los datos y la 
cedulación, como para la adecuada transmi­
sión de los cómputos el día de las elecciones.

El Centro Nacional de Digitación constaría 
de cien terminales conectadas al computador 
actual y funcionaría de manera similar a los 
sistemas de procesamiento de datos ya exis­
tentes en el país (como el caso de empresas 
que operan en la Zona Franca de San Isidro), 
que emplean digitadores por tumos (desde 1 
hasta 3) cuando sea necesario y bajo la vigi­
lancia estricta de la JCE y de los delegados po­
líticos y técnicos de los partidos reconocidos.

Terminado el proceso de cedulación, una 
parte de los equipos serían distribuidos a las 
cabeceras de provincias y a los municipios
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ASPECTOS POLITICOS

ALTERNATIVA C: 
NUEVA CEDULA SIN RENOVAR 

EL REGISTRO ACTUAL

más importantes para facilitar la transmisión 
de los datos el día de las elecciones, sin ne­
cesidad de realizar un gasto adicional, y sin el 
peligro de dejar equipos sofisticados en co­
munidades sin condiciones para mantenerlos 
funcionando óptimamente por mucho tiempo. 
Terminado el proceso de las elecciones, los 
equipos podrían ser destinados por la JCE 
para otros fines (fortalecer el Registro Civil o 
las propias Juntas Municipales).

En resumen, es una alternativa viable, re­
lativamente barata, de baja inversión en tec­
nología, movilizacional y de alto contenido 
de autovalidación por su amplia participa­
ción popular, cuyos niveles de seguridad son 
razonablemente altos.

Todas las decisiones que tome la Junta Cen­
tral Electoral en este período son esencial­
mente políticas.

Aunque las consideraciones sean de nivel 
técnico y tecnológico, o legales, las implica­
ciones de las mismas tienen un alto efecto 
político y son pasibles de ser cuestionadas por 
los partidos políticos y por la opinión pública.

Varios criterios deben caracterizar las de­
cisiones de la Junta Central Electoral en estos 
momentos:

a) Las mismas deben tratar de producir la 
menor cantidad de discrepancias entre los ac­
tores políticos. Una decisión que no tenga un; 
base técnica o legal indisputable, por ejemplo, 
podría convertirse en una piedra de escándalo 
que robe precioso tiempo a los jueces del tri­
bunal electoral y les estorbe en las apremiantes 
labores que tienen por delante.

b) Estas no deben generar nuevos pro­

diente la correspondiente a 1991.
Esta solución, que de seguro no sería acepta­

ble para algunos partidos políticos, sería el re­
sultado de la "fuerza irresistible de las cir­
cunstancias", y tendría importantes implica­
ciones de cara a las elecciones de 1994.

Su legalidad sería cuestionable ante la exis­
tencia de una ley que obliga a la nueva cedu- 
lación. Este es un aspecto que puede dar lugar 
a interminables debates y frustraciones.

Su única ventaja es que es más barata y fácil 
de ejecutar, pero tiene todas las desventajas re­
conocidas al actual sistema, a las cuales se 
agregarían los factores de malestar político 
que generaría.

En resumen, se plantea como posibilidad 
remota, pero posible, en un país con la his­
toria política del nuestro.

Este es el peor escenario. Aunque podría 
plantearse como una posibilidad remota, po­
dría resultar real en las actuales circunstancias.

En esta alternativa, la JCE se vería obligada 
por presiones de tiempo, económicas o polí­
ticas -o por una combinación de varios fac­
tores- a mantener el actual Registro Electoral y 
a expedir nuevos carnets a los que se pre­
senten a reclamarlos en los centros que se ha­
biliten para este propósito.

Se aceptarían cambios, pero en esencia, no 
se alteraría la base de datos existente y sola­
mente se expediría el nuevo documento como 
forma de cumplir con la ley.

Como aspecto complementario, podría 
contemplar la depuración convencional del 
Registro Electoral, tal como lo manda la 
propia ley que lo crea, que establece su re­
visión decenal. En 1981, la JCE procedió a 
cumplir con esta disposición, estando pen-
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blemas. Una decisión que conlleve "efectos se­
cundarios”, debe ser evitada por la JCE. Si la 
decisión tomada implica tareas adicionales pe­
sadas o sobre las cuales la JCE no tenga ab­
soluto control, la misma debe ser evitada.

c) La solución tomada debe ser sensata, o 
sea, defendible por sí misma. Cualquier deci­
sión que envuelva sumas muy elevadas de di­
nero, por ejemplo, será vista no solamente 
como algo cuestionable, sino eventualmente, 
como ilegal por cuanto existe un techo de gas­
to para la JCE que es el 1.5% del presupuesto 
nacional. Cualquier iniciativa que rompa ese 
techo sería discutible y, por tanto, generaría 
nuevos problemas para la JCE.

Partiendo de esos supuestos, la Junta Cen­
tral Electoral se encuentra en una posición óp­
tima para adoptar decisiones incuestionables 
desde el punto de vista legal y político si las 
mismas: a) están de acuerdo con lo que ordena 
la ley; b) implican labores que la JCE pueda 
manejar con el personal y el equipo con que 
cuenta, lo que garantiza su expedita ejecución; 
c) no tengan un costo irrazonable; y d) no con­
lleven "efectos de derrame" sobre otros ele­
mentos del proceso.

En este sentido, la JCE debe evitar todo 
asunto que pueda convertirse en un tema de 
controversia con relación a la expedición de la 
nueva Cédula de Identidad Personal y Electo­
ral. Algunos de esos temas son su costo, sus 
niveles de seguridad y su complejidad.

Por otra parte, la Junta Central Electoral 
debe elaborar planes que sean aceptables por 
los organismos de cooperación internacional

que tienen una muy acabada idea de las ca­
pacidades de los organismos públicos do­
minicanos. Un plan muy complejo no sería 
bien recibido por esas organizaciones que, en 
el pasado, han hecho donaciones significativas 
en equipo a otros organismos públicos na­
cionales que no han sido utilizados adecua­
damente. Por tanto, es indispensable, para 
generar la buena voluntad filantrópica de esas 
organizaciones, presentarles planes concretos 
realizables en el tiempo disponible y que con­
tengan renglones en los cuales éstas puedan 
colaborar con facilidad. Equipos muy tecni- 
ficados que deban recibir "clearances" de los 
gobiernos de los respectivos países, por ejem- 
po, demorarían innecesariamente el proceso.

Finalmente, se debe tomar en cuenta para 
los fines de la ayuda internacional que, hasta 
la fecha, el país ha realizado 8 elecciones na­
cionales y una a nivel municipal, por lo que 
existe una experiencia y una capacidad ins­
talada que debe ser ofrecida como contra­
partida. No es comparable nuestro caso con el 
de Nicaragua, por ejemplo, hacia el cual fluyó 
mucha ayuda internacional por las especiales 
circunstancias de celebrar sus primeras elec­
ciones en un ambiente internacional carac­
terizado por un nivel de alta tensión, luego de 
la prolongada guerra que enfrentó a la Contra 
y al régimen sandinista, muy propicio para 
logros de carácter geopolítico.

Estas consideraciones se ofrecen con la in­
tención de que sirvan de elementos de juicio, a 
la Junta Central Electoral, en su proceso de 
toma de decisiones.
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Inicio

Sí

No

Fin

Diagrama de flujo de! proceso de inscripción y expedición de 
la Cédula de Identificación Personal y Electoral

í
i

La JCE, a través del Centro de Cómputos 
imprime los Form. RE-1 de todo el país 

clasificados por mesas

Los electores se presentan a la mesa electoral, 
validan la tarjeta de datos con su firma y 

huellas, y posan ante la cámara para el carnet

Los duplicados de las tarjetas se envían a la 
Junta Central Electoral para archivo

¿Hay 
personas 
repetidas?

Cancela las repetidas, 
menos una, y sanciona a 

los culpables

No toma acción y
JCE emite informe del 
proceso y entrega las 
listas de electores a 

los partidos

JCE convoca, con el auxilio de entidades 
cívicas y participación de los partidos, a una 
Jornada Nacional de Inscripción por mesa

Se imprimen las tarjetas, clasificadas por 
mesas, y se distribuyen en un operativo 

continuo a los diferentes municipios

El nuevo carnet se revela instantáneamente, se 
plastifica y se le entrega al elector, todo bajo 

supervisión de los partidos políticos

Los electores llenan o completan el Form. 
RE-1 en todo el país, con la supervisión de 

los delegados políticos

Se procesan los formularios en el Centro 
Nacional de Digitación bajo estricta 

supervisión de los partidos

Se crea nuevo registro completo y 
actualizado para preparar tarjeta de 

carnetización
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RELACION DE INSCRITOS EN EL REGISTRO ELECTORAL (al 14-3-92) 
Y MESAS ELECTORALES POR MUNICIPIO
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12' 
46
28 ' 
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7,562
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_________18,756

4,397 Espaillat 
28/270

9,842 _____
5,666 Hato Mayor 99 

T 1,444 —
3,773“
4,049 ___ __
2,942 Independ.

57,647
7,813

MUNICIPIO 
Distrito Nacional 
Higüey 
San Rafael Yuma 
Azua 
Padre Las Casas 
Peralta 
Neiba 
Tamayo 
Villa Jaragua 
Barahona 
Cabral 
Enriquillo 
Vicente Noble 
Paraíso 
Restauración 
Dajabón 
Loma de Cabrera 
San Francisco Macorís 
Pimentel 
Villa Riva 
Castillo 
El Seibo 
Miches 
Bánica 
Comendador 
Pedro Santana 
Hondo Valle 
El Llano 
Moca 
Gaspar Hernández 
Cayetano Germosén 
Hato Mayor 
Sabana de la Mar 
El Valle 
Duvergé 
La Descubierta 
Jimaní 
Postrer Río 
La Romana 
Guaymate

MESAS PROV
D. N. 1,431
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San José de Ocoa
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Puerto Plata
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Los Hidalgos
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Salcedo
Tenares
Samaná
Sánchez
San Cristóbal
Villa AÍtagracia
Y aguate 
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Las Matas de Farfán
San Juan de la Maguan
El Cercado

¡ ■ :

34.
4fl"---------- _
21
16'
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6

' '7'
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491
471
T3j

108’ 
81 
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125,465284San Juan

80,952151S. P. M.

73,510S. Ramírez 159

700 328,749

38,524

115 60,851Valverde

5.261.084Total

Fuente: Junta Central Electoral
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San Pedro de Macorís
Los Llanos
Ramón Santana
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Santiago
Tamboril
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San José de las Matas
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22 j
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13 rfc Ab-.Z£ de, 199?;VISTA Ca Ley J.o.3/9’ .leí

VISTA ci iicZ.i £ e.van ir. <¡'poi SccuZ<l'.£<i

acioiáím ce¿e!>-,i<is'i C9>i ¿03 p.-.i í ¡.dos políticos en ¿echa 20 de

lyi'.? de 195 7

•>u>i£<i C’HÍtiif L f ce ti’icí dentao de

los cuetes j! encuo'.Xtan ÍC3 de la PonXZ^ZcÁa Universidad Católe

f<t Hfirfn? y ür.cstt.i. ÜCCÁHÍO SíusíO Tomdi de Aquéllo, ta U >i Z v e A 3 Z •

dtyd Tecnológica de Santiago (UTESA), Ca Universidad AccZdn Pao-Edu

cadín <i Cu t ’.u w (UVAPEC) ,

quez Hacha (UA'PIIU!.

REIIÍIÜS), y tC 1>;3 t < tuZe TzcucZígZco CompuZacZonaí (I.T.C.).

VISTO et oX.tdZo ZícnZco presentado por el aeierido Recinto

Santo Tomi’.j de Aguóte, el cual con tiene varias opciones, y e 3 p e -
c ¡.almo:te.,

Centeo Nacional de Digitacidn, CcduCacifn con Fotogaa¿ta Instan-

pa.epaa.ado poa. et mismo al-'Cácea y Contaol de Huellas Digitales,

to centa.o de estadios.

Sesión del ala I’ dela 3 me

3 >

J U N r A 
AMA81E PIAZ CASTILLO, 
CERTIFICA: Que en 
que c.r _

r-

hZoica ceccbnarfoó con

cf d en om< nado QpzaaZ ioo Wac¿o»i<*¿ de I>i4 c A<pc ión con

la U»:ZvetiZdad WacZoHaZ Pedt^'ífcnjí -

(a í.’/i-ívca ó idad EugenZo MaA.Za de Ha^-íos ¡l&l-

co»i no-fZvo de ¿a

e»i cu.*i¿o.

VISTAS ta¿, az / a l

C E r r T r< A L. E L c C T ü R A L X
Scca.e^fl^.Z.0 de ¿a JUNTA CENTRAL ULE 

¿oí, aA.ch<voó a ¿u ca^go, exZ¿Ze una. Rzóo 
copiada XexZuafmenZc dZce a¿Z;

"RESOLUCION

VISTO zt Zn^c^ne evedado jc’ *.<»«*• de Xéc.>iZco4 eíec

C¿c»i¿cos que h<in venido a¿e.¿uaando a Ca

-.c.dac¿adai zoh cauta de. divc.'t^aó ae.u-

ct a Plinto dz que ie i a. a ¿a,

XOAatzó dei <g»’r,dc¿ r»ot cóíe 0<g



2

finalmente, ta comunicación de ¿echa 12 de agosto de'VISTA,

Partidos Reformista Social. Cristiano (PRSC),

Revolucionario Dominicano (PRD), de la Liberación Dominicana (PLD)
y Revolucionario Independiente (PR1 ) , mediantf. la cual respaldan -

la opción denominada Operativo Naciqnal de Inscripción con Centro-

‘J

Control de Huellas Digitales.

denó entre otras cosas,

precisen el cumplimiento de determinados fines legales.

CONSIDERANDO: Que en la reunión celebrada con tos partidos po

se pro­

entre tstos en relación con la refundición de quecons en so

ta citada.ley.

ta vista para fines de estudio la

Junta Central Electoral.

CONSIDERANDO: Que en fecha 12 de agosto de 1 992 , tos Partidos

\
CONSI DERANDO: Que en igual sentido se han pronunciado los in­

dujo un
se trata y en acatamiento a

formes ttcnicos que ha tenido a

refundición en un solo documento, de los carnts de ta Ctduta de

Nacional de Digitación j Cedulación con Fotografla Initantdnea

Reformista Social Cristiano (PRSC), Revolucionario Dominicano (PRD), 
de ta Liberación Dominicana (PLD) y Revolucionario Independiente - 

(PRII, se dirigieron a la Junta Central Electoral, informándole de-

1992, suscrita por los

JUNTA CENTRAL ELECTORAL

a caago de ta Junta Central Electoral, ta-

Ldentidad Personal y del Registro Electoral, el cuat se denominará.

Ctduta de Identidad y Electoral, para uso de tos dominicanos que -

CONSIDERANDO: Que ta Ley No. S/92 det 13 de abrit de 1992, or

Uticos reconocidos, et día 20 de agosto det año en curso.



ELECTORAL
3

Centao Nacional de. Digitación ij Cedutaclón con

en Z en di enFoZogaa¿ta l n¿ tantánea y ConZaol de Huettas DlglZat.es,

to­

en tagaaa,

esta atZeanaZlva pot consId eaaata como la más viable, tantoa

al Zlempo de ofaaecea maijo-

aes g aaanZlas que tas demás paaa la caganlzaclón del paóxlmo cea

no esptaa".

COMS1 OERAMPí): Que no soto loó Paatldos Refioamlsta Social

Cals llano (PRSC) , R evo lucionaalo Dominicano (P R D), de la Llbeaa-

clón Dominicana (PLD)

patdaaon la citada opción de la Pontificia Unlveasldad Cató tlca-

cldos la secundaaon.

CONSIDERANDO: Que paaa la ó elección de tas empaesas técnicas

qu.1 hayan de paaZlc-cpaa en la paestaclón de toó s eavlclos a que -
61'ConZA.ae ta paesenZe Resolución, asi como ta adquisición de tos

eqtllpos neceóíx/iZo-s paaa estos fines, se hace neezsaala ta cetebaa

tos cuates debe

4án ó e4 Idos poa funclonaalos designados poa ta Junta Centaat

Ete.ctoA.at.

CONSIDERANDO: Que ZaaZándose de un paogaama que tiende at ^oa

medida de lo posible.

una asplaaclón a

Lladae y NaesZaa, sino que también oZaos paatldos políticos A.econo

1 nóCAlpclón con

do et conZaot de las huellas digitales como

OZoagamos et Indicado aespatdo

elón deuno o mdó concuasos de acucado con ta tey,

J U N T A CENTRAL

Zamen etectoaat con tas segualdades que todo et pueblo domlnlca-

poa aazones técnicas como económicas,

su aespatdo a ta atZeanaZlva denominada ” Op eaaZ-cv o Nacional de

y Revo lucionaalo Independiente (PRI) aes

tateclmlento Institucional y a ta modeanlzaclón de un seavlclo pú-

DlglZat.es
ConZA.ae


."omine.'

tai-

como lo proclama en UH 0

¿i incurra durante todo el paoceio-ei obvio que loi gaetoi e»i que

cuenta del litado

uto'de iui facultada legalei,

E E E :R 3 L VU

PRIMERO: 0 R P E N A R

formidad con lo que dZ-spone e£ AaX.4 de la Ley No.S/92 del 13 de -

identificación peatonal y de empadronamiento electoral requeridoi-

por lai leyet Moa.6125 de.l 7 de diciembre de 1 962 y 55 del 17 de -

SEGUNDO: APROBAR

en curio.

y el informe de lot tlcnicot

bZZco y o faLc.LaL que. o.L Eó-tado dc.be. o ¿a. ec eA.£c a La cLudadanLa,

de óuó Con¿Lde.aando La aLudLda Le.y No.6/92,

La ae.faundLc.L6n de Loó caaníó de La Cé 
duLa de IdentLdad PeaóonaL y deL RegLóLao ELecLoaaL en mi 00L0 do-

Fo-Cogaa

ContaoL de HueLLaó -

en iu mayor parte, lai iugerenclai he 

chai a la Junta Central Electoral en el Operativo Nacional de Iní- 
crlpción con Centro Nacional de Digitación, Cedulaclón 'con 

la medida de lo poóible,fía Lmtantdnea y en
Oigitalei, el cual documento ¿ue completado por la opinión de loi- 

tícnico electoralei de ette Organlimo

de unificación y refundición, deben correr por 

Dominicano.

en m informe del l del mei- 

Loi origínala de amboi docuneníoi -el Operativo Nació 

nal de Imcripción antei mencionado

aumento que te denominará Cídula de Identidad y Electoral, de eon-

novíembre de 11T0, y iut modificacionei.

electorc.let de la T>..>

abril de 1992, el cua£ eervlrá para cumplir con loi propóiitoi de­

ba JUNTA CENTRAL ELECTORAL, en

Kl nillLK \ DOMISK *

JUNTA CENTRAL ELECTORAL
- 4 -



CEIÍTRAL ELECTORALJUNTA

5 01nc°'

TERCERO: ORDENAR,

Nacional de 1 mcnipción con CenZno Nacional dz Dzgitación y Ce-

dotación con FoZognafza InotanZAnza y en la

btz el Contnot dz Huellao DzgzZatzo, ¡e Heve a cabo dentno dzl

calzndanio pn.zvit.Zo pon loo Ztcnzcoo elecZonateo dz eoZz Onga

I 20 y

199} y el openazivo de nevioión, dzgitación, pnoceoamzznto e im

pnzoión, a pantin del Ino. de manzo haota el 30 dz octubnz dtl-

miomo año.

¿onme, oeníín .negutadao y ouplidao pon. todo lo que 4e ña diopuzo

Zo al nzopzcto, en el Openativo Nacional de Inocnipczón con Czn

Zno Nacional de DigzZaczón y Cedutación con FoZognafí.a Enotantí

ij zn la mzdida de lo poizbtz Contnot de Huellao Ozgztaleo.nea

CUARTO: DISPONER

cunna con nzopecZo al pnoezoo de unificación y nzfundición dz

deben o en cubizntoo pon. el Eotado Dominicano.que oe tnata,

QUINTO: ORDENAR

4.T4 tlcnzcao que hayan de panticipan en la pnzotac.zón dz lot,

ocnvzczoo dz que 4c tnata y la venta dz too zquipoo nzceoaen

lot> cualeo 4en.án dinigidoo pon funezona-nioi pana zoZoo finei.

njot> deoignadot. pon tenionmente pon la Junta Centnal Etzctonal.

que la pneoenté Reootución nea publiSEXTO: 0 R D E N A R

dianio dz cinculación naci-nal y fijada zn la Tablz.-cada zn un
lia dz Publicacionzn de la Junta Centnal Etzctonat.

medida de lo poni

la czlebnación dz uno o mii concun-

que Zodoi, too gaotoo en que oz in_

Lao demáo cueozioneo no pnzitio tao en cote último zn

404 de acucado con la ley, pana la oetzcczón dz la o lao empne-

conoecuen temenZe, que el OpenaZivo

21 de febneno dzniomo, eo decin, dunante loo díao 11,
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'¿EPUBL1CA DOMINICANA,
(1992). (FIRMADOS) PR.bte dcí año MZZ NCvecteufo¿ MovcnU y Peí

GARCIA LIZARPO, Pe.CóZdeii fe; PR. JOSE HENR1QUEZ ALMANMANUEL R.
ZAR, Miembro; PR. M Z e m b A o; PR. FULGENPOMPILIO BONILLA CUEVAS,

CIO ROBLES LOPEZ, Miembro; PR. BIENVENIDO PIMENTEL MACHADO, Su
pieit-fe de Miembro; ií AMABLE DIAZ CASTILLO. Secnetaaio. "

°min6

MRGL 
APC/aZ.

*0/ <
Xs.£°mln6JUNTA CENTRAL

en Sanfo domZngc,
a íoó diecinueve

La pae.4eníe e¿ copia ^ZeZ y conóoame a su oaiginaZ, aZ cuaZ me. 
aemüo, Za que expido, ¿iamo y ííLE.o pana ¿ c-t notJ.i-ic.ada a ta- 
PONTIFICIA UNIVERS1PAP CATOLICA MAPRE V MAESTRA (PUCMHj, en San 
to Domtngo, VJ.-itn.tto nacional, Capital de la REPUBLICA POMIN1CA 
NA, hoy día diecinueve Ií9) deZ meó de Ociubae deZ año MiZ Nove 
cicntoó Noventa y Voa (1992).- t

' " AMABLE PIAZ CASTILLO,
Sec-teiaaio de la Junta Central Electoral.

(19: d i r. i dei m e i de 0 c t u
Piif'.Lfo Nacionaí, Capitaí de la



Colección Revistas Ciencias Jurídicas
PUCMM 

  
  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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